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El 7 de julio de 1998 el Romano Pontífice confirma y ordena  
la publicación de la respuesta de la Comisión Pontificia para la 
interpretación de los Textos Legislativos (PCITL) a una consulta 
realizada a este dicasterio acerca de la sede del sacramento de la 
confesión. El contenido de esta respuesta es, por tanto, la última 
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referencia de una larga tradición disciplinar en la que la Iglesia 
muestra su solicitud por la digna administración del sacramento 
de la penitencia. 
Los sacramentos, «instituidos por Cristo Nuestro Señor y 
encomendados a la Iglesia (...) contribuyen en gran medida a 
crear, corroborar y manifestar la comunión eclesiástica» (c. 840). 
Es por ello lógico que la Iglesia les dedique particulares 
atenciones, también desde el punto de vista disciplinar, 
encareciendo tanto a los sagrados ministros como a todos los 
demás fieles que procedan «con grandísima veneración y con la 
debida diligencia al celebrarlos» (ibidem). Esta veneración y 
diligencia, en sus aspectos esenciales externos, es señalada por la 
autoridad suprema de la Iglesia: a ella misma o a otra autoridad 
competente según las normas del derecho, «corresponde 
establecer lo que se refiere a su celebración, administración y 
recepción lícita, así como también el ritual que debe observarse 
en su celebración» (c. 841, in fine). 
Los sacramentos, junto con la Palabra, constituyen el depósito 
divino que la Iglesia custodia, consciente de que hacerlo es cui-
darse a sí misma como Esposa fiel del Esposo, y es cuidar a sus 
miembros, a todo el Pueblo de Dios. El derecho canónico sacra-
mental no es una mera regulación externa de unos comporta-
mientos. Los sacramentos son «signos y medios con los que se 
expresa y fortalece la fe, se rinde culto a Dios y se realiza la san-
tificación de los hombres» (c. 840); por ello los sacramentos 
inhieren en lo que es esencial a la vida del fiel cristiano, y en esta 
inherencia se verifica una dimensión jurídica en la que no sólo 
deben ser comprendidos como deberes, sino también como ver-
daderos y fundamentales derechos para quien está llamado a 
realizarse como miembro de Cristo y de su Iglesia. 
En el Código de Derecho canónico para la Iglesia latina 
(=CIC), se regula la materia sacramental, en el marco del «munus 
sanctificandi», en los cc. 840-1165 del Liber IV (la codificación 
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para las Iglesias Orientales, =CICO, lo hace a su vez en el título 
XVI, cc. 667-866). 
El sacramento de la penitencia, por el que los fieles «obtienen 
de Dios el perdón de los pecados cometidos después del 
bautismo, mediante la absolución dada por el mismo ministro, y, 
al mismo tiempo, se reconcilian con la Iglesia, a la que hirieron al 
pecar» (c. 959), es regulado en los cc. 959 al 991. El c. 964 
establece lo concerniente al lugar (§ 1) y la sede (§§ 2-3) de su 
celebración: éste es el canon al que afecta la interpretación 
auténtica en forma de respuesta del 7 de julio de 1998. 
El objeto de este estudio es ofrecer una panorámica de cuál ha 
sido la disciplina acerca de la sede –y en la medida en que sea 
preciso, también del lugar– del sacramento de la confesión a 
partir del CIC 17. Con ello, pretende ofrecer los datos para una 
ajustada comprensión del contenido de la respuesta, en el marco 
de las convicciones que han movido al Legislador en esta materia 
concreta. 
 
 
I. EL CÓDIGO DE 1917  Y SUS INTERPRETACIONES AUTÉNTICAS 
 
a) El Código de 1917 
 
La codificación pío-benedictina recoge la disciplina acerca del 
lugar y la sede de la confesión en los cc. 908-910. El c. 908 
establece como lugar propio de la confesión la iglesia u oratorio 
al menos semi-público1. A partir de este dato, el c. 9092, en sus 
 
1. «El lugar propio de la confesión sacramental es la iglesia o el oratorio 
público o semipúblico». El c. 1188 § 2,3º CIC 17 definía el oratorio semi-
público: el erigido «en beneficio de alguna comunidad o grupo de fieles que 
concurren allí, sin estar permitido a los extraños entrar en él». 
2. «§ 1. El confesonario para oír confesiones de mujeres debe siempre 
estar colocado en un lugar patente y bien visible, y ordinariamente en una 
iglesia, en un oratorio público o en uno semipúblico destinado a mujeres. 
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dos parágrafos, se ocupa de dos cuestiones que deben 
diferenciarse. El § 1 añade a la cuestión del lugar, la regulación 
de la sede. No basta con celebrar las confesiones en el lugar 
indicado. Además, debe hacerse en una sede propia, situada en 
aquel lugar. Y se establecen algunas particularidades para el caso 
de confesión de mujeres: a) si el lugar es un oratorio semi-
público, debe ser mulieribus destinato3; b) en cualquier caso 
(iglesia, oratorio, o excepcionalmente en otro lugar), la sede debe 
estar situada en un lugar patente y bien visible. El § 2, sin hacer 
distinción entre varones y mujeres, determina las características 
generales que debe reunir la sede o confesonario a que se refiere 
el § 1 (provisto de rejilla…). 
Finalmente, el c. 910 –supuesto el anterior–, considera por se-
parado, en relación con el lugar y la sede, la confesión de varones 
(§ 2)4 y de mujeres (§ 1)5. 
A la vista de estos datos legales, no puede decirse, en rigor, 
que el Código de 1917 estableciera una sede propia del 
sacramento sólo para atender las confesiones de mujeres6. La 
sucesión de normas es coherente a partir del principio de que 
como norma general la sede propia del sacramento de la 
 
»§ 2. El confesonario debe estar provisto de una rejilla fija y con agujeros 
pequeños entre el penitente y el confesor» 
3. Es decir, que el oratorio semi -público no sea de los erigidos en 
beneficio exclusivo de una comunidad de varones. 
4. «Las confesiones de varones pueden también oírse en las casas 
particulares». 
5. «Las confesiones de mujeres no deben oírse fuera del confesonario, a 
no ser en caso de enfermedad u otro de necesidad verdadera y con las cautelas 
que el Ordinario del lugar juzgue oportunas». 
6. Si esta fuera la intención del legislador, la redacción resultante del c. 
910 sería absurda. Carecería de sentido el «no deben oírse fuera del...» (§ 1) ni 
el «pueden también oírse» (§ 2). Hubiera bastado con un sólo parágrafo en el 
que se estableciese la obligación de la sede en el caso de las mujeres; y el § 2 
devendría superfluo. 
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confesión es el confesonario descrito en el c. 909 § 27; sede que 
debe estar situada en el lugar propio. De este modo, el § 1 del c. 
910 tiene sentido; quiere decir todo y sólo lo que dice: que hay 
circunstancias que justifican administrar el sacramento de la 
penitencia fuera de la sede propia. Lo que ocurre es que, quizá 
buscando una mayor claridad redaccional, la norma explicita 
directamente un criterio restrictivo para la confesión de mujeres 
fuera de dicha sede (sólo en caso de enfermedad o verdadera 
necesidad); restricción que sin embargo no estima necesaria en el 
caso de la confesión de varones (§ 2: pueden también oírse fuera 
del lugar propio y sin la sede establecida por la norma general). 
Posiblemente la redacción podría haberse mejorado, pero en 
cualquier caso éste parece su sentido: el lugar propio para la 
administración del sacramento de la penitencia es la iglesia u 
oratorio semipúblico; la sede –sita patentemente en ese lugar 
propio– debe estar provista de rejilla; en el caso de varones, 
puede oírse la confesión también fuera de la sede sin que sea 
precisa una causa especial; en caso de mujeres, sólo en caso de 
enfermedad u otra verdadera necesidad. 
 
 
b) Interpretación auténtica de 1920 
 
Lo dicho viene confirmado por una interpretación auténtica 
realizada apenas un año después de la promulgación del CIC. 
Se había consultado a la Comisión de interpretación si la 
disposición del c. 909 § 2 era aplicable solamente a las 
 
7. Miguélez comenta este parágrafo diciendo que confesarse por la rejilla 
es la forma apropiada como deben confesarse no sólo las mujeres, sino 
también los hombres (cita una interpretación auténtica de 24 de noviembre de 
1920: AAS 12 [1920] 576); pero allí donde haya costumbre centenaria e 
inmemorial, como en España, de que los hombres no hagan uso de la rejilla, 
puede seguir observándose (Comentario al  c. 909 , en L. MIGUÉLEZ-S. 
ALONSO MORÁN-M. CABREROS DE ANTA, Código de Derecho Canónico, 
Madrid 1974). 
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confesiones de mujeres o si constituía una norma general para 
todo penitente que hace su confesión en la iglesia u oratorio 
público. La respuesta fue la siguiente: «negativamente a la 
primera parte y afirmativamente a la segunda; pero quedando 
firme la prescripción del canon 910»8. 
Habida cuenta del modo habitual de proceder de la PCI, la 
concisión en la respuesta conduce a indagar su explanación en la 
formulación del dubium. Se llega así a las siguientes 
conclusiones, coincidentes con las extraídas de los cc. 908-910 
CIC 17: 
— el confesonario provisto de rejilla no está establecido sólo 
para oír la confesión de mujeres; es norma general para la 
atención de todo penitente9; 
— esta norma general no impide que, sin necesidad de que 
concurran circunstancias especiales, las confesiones de varones 
puedan también oírse en otro lugar y sin necesidad de 
confesonario con rejilla (c. 910 § 2 CIC 17); 
— cuando se trata de confesión de mujeres, esto sólo puede 
hacerse en caso de enfermedad u otra necesidad verdadera (c. 910 
§ 1 CIC 17). 
En conclusión, la norma general es única para todos los fieles. 
Las excepciones posibles tienen régimen distinto si se trata de oír 
confesiones de varones o mujeres. Lo que quiere decir que no 
sería una lectura correcta la que condujese a entender que el 
Código de 1917 prohibía a las mujeres confesarse fuera del 
confesonario. No sería correcta, en primer lugar, porque el 
destinatario directo del mandato codicial es el ministro («no 
deben oírse...», c. 910 § 1), matiz éste que no debe pasarse por 
 
8. Cfr AAS 12 (1920), p. 576: es la interpretación aludida por Miguélez en 
el comentario citado en nota anterior. 
9. El c. 908 CIC 17 establecía que «el lugar propio de la confesión 
sacramental es la iglesia o el oratorio público o semipúblico». Se puede decir, 
por tanto, que el lugar propio  es la iglesia  u oratorio, y la sede propia el confe-
sonario provisto de rejilla. 
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alto. Y no sería correcta, además, porque lo que el canon dice es 
que las confesiones de varones «pueden también oírse» (§ 2) 
fuera de la sede confesional. En rigor, no es lo mismo. 
En relación con los varones, en efecto, tanto el CIC como la 
PCI se acogieron a una costumbre inmemorial de numerosos paí-
ses –norma universal a partir del Código, c. 5– en virtud de la 
cual podían oírse las confesiones de varones fuera de la sede 
propia que es el confesonario provisto de rejilla. Pero dejando a 
la vez establecido como principio general que también para los 
varones la sede propia es el confesonario, ubicado en una iglesia 
u oratorio. 
 
 
c) Las respuestas de 1927 
 
Para poder oír legítimamente la confesión de mujeres fuera de 
la sede propia, el c. 910 § 1 mencionaba dos supuestos: 
enfermedad u otra verdadera necesidad. En principio, la 
circunstancia excusante de enfermedad no ofrece problemas de 
interpretación. La causa de verdadera necesidad, en cambio, es de 
más difícil determinación. Incidentalmente, la Sagrada 
Congregación de Sacramentos dio un criterio para entender esta 
causa en sus respuestas de 27.VII.192710. La ocasión fue una 
consulta acerca de la administración de la sagrada Comunión a 
personas que viven en pueblos de montaña u otros lugares 
alejados. En las respuestas se precisa que el sacerdote puede oír 
las confesiones de quienes ese día no estén en condiciones de 
acudir a la iglesia (ancianos, enfermos, etc.), pero siempre que se 
cumpla lo prescrito por los cc. 910 §§ 1-2 y 909 §§ 1-2; es decir, 
siempre que en el lugar donde se oyen las confesiones (ermita, 
 
10. Las respuestas son del 27 de julio de 1927, y fueron aprobadas por el 
Romano Pontífice el 29 del mismo mes, y publicadas el 5.I.1998: AAS (1928), 
p. 79. 
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etc.11) haya una sede confesional con los requisitos establecidos. 
De esta salvedad que establece la Congregación se desprende que 
no se considera suficiente para que se verifique una necesidad 
verdadera –en el sentido del c. 910 § 1– que la iglesia se 
encuentre distante, de modo que para poder confesar a mujeres 
fuera de un confesonario tradicional han de concurrir 
circunstancias de enfermedad u otra índole, que permitan hablar 
de «verdadera necesidad» en el sentido de circunstancia no 
ordinaria, es decir, no aneja al hecho mismo de la confesión y del 
lugar y modo establecidos12. 
Debe presumirse, obviamente, que las dificultades ordinarias 
que en general presenta el cumplimiento de una norma ya han 
sido estimadas y ponderadas por el legislador que, teniéndolas en 
cuenta, prescribe una conducta determinada. 
 
II. EL ORDO PAENITENTIAE 
 
a) Normativa que se desprende del «Ordo Paenitentiae» de 
1973 
La siguiente referencia normativa con incidencia en el tema 
fue el Ordo Paenitentiae (2.XII.1973)13. Se establece allí que «el 
 
11. Según las precisiones realizadas por el Secretario de la Sagrada Con-
gregación, publicadas juntamente con esas respuestas: cfr AAS 20 (1928),  
pp. 80-81. Cfr J.A. MARQUES, Lugar y sede de la administración del sacra-
mento de la penitencia , en VV.AA., Sobre el Sacramento de la Penitencia y 
las absoluciones colectivas, Pamplona 1976, pp. 163-164. 
12. Sería una circunstancia no relevante, por ejemplo, la que apunta 
Marques: la vergüenza de acudir al confesonario. Evidentemente, no podría 
valorarse como «necesidad verdadera», de modo semejante a como la 
vergüenza de manifestar los propios pecados –por ser algo inherente a la 
misma confesión– no exime de su acusación íntegra (cfr J.A. MARQUÉS, Lugar 
y sede..., cit.,  
p. 164). 
13. «El Ordo Paenitentiae fue promulgado el 2 de diciembre de 1973, 
después de un largo y laborioso iter, ya que, tras desarrollar sus tareas durante 
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Sacramento de la penitencia debe ser administrado en el lugar y 
la sede establecidos por el derecho» (Praenotanda, 12). La 
norma, por tanto, sigue siendo el CIC 17. Sin embargo, el n. 38, 
al tratar de las adaptaciones del rito a las diversas regiones y 
circunstancias14, incide de nuevo en la cuestión: 
a) otorga competencias a las Conferencias Episcopales para 
la preparación de los rituales particulares y la acomodación del 
rito de la penitencia a las necesidades de cada región; 
mencionando expresamente como uno de los temas de posible 
acomodación lo concerniente al lugar adecuado para la 
celebración del sacramento de la penitencia15; 
b) indica, además, que corresponde al sacerdote, conforme a 
las normas dadas por las Conferencias Episcopales, y con vistas a 
una celebración más rica y fructuosa, elegir el lugar más 
adecuado para la celebración16. 
 
los años 1966-1969, el primer grupo de estudio o coetus, fue sustituido por uno 
completamente nuevo en 1972, después de tres años de interrupción de los 
trabajos. Este segundo coetus se sirvió del material aportado por el primero, 
teniendo muy en cuenta las Normas pastorales publicadas por la Congregación 
de la Fe en junio de 1972, donde se fijaban los principios doctrinales y prác-
ticos para los casos en que fuera necesario utilizar la absolución sin confesión 
previa» (J.A. ABAD IBÁÑEZ, La celebración del Misterio cristiano, Pamplona 
1996, p. 348). 
14. Ordo Paenitentiae, II. Praenotanda. VI. De aptationibus ritus ad 
varias regiones et adiuncta. 
15. N. 38: «Conferentiis Episcopalibus competit, in Ritualibus particu-
laribus apparandis, hunc Ordinem Paenitentiae accommodare singularum re-
gionum necessitatibus (…). Qua in re Conferentiarum Episcopalium erit: (…) 
b) Normas pressius determinare quoad locum aptum ad ordinariam sacramenti 
Paenitentiae celebrationem». 
16. N. 40: «Ad presbyteros vero, parochos praesertim, spectat: a) In 
celebratione reconciliationis (…) locum eligendo ad celebrationem magis 
accommodatum, iuxta normas a Conferentiis Episcopalibus statutas, ita ut 
celebratio uber simul et fructuosa exsistat». Respecto a cada Obispo para su 
diócesis se dice sin embargo tan sólo que «pertinet: a) Disciplinam 
paenitentiae in sua dioecesi moderari etiam per opportunas ipsius ritus 
aptationes secundum normas in ipsa Conferentia Episcopali propositas» (n. 
39), con lo que en rigor, la decisión última sobre el lugar pasa de las normas de 
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Pudiera resultar sorprendente que las decisiones últimas que el 
Ordo autoriza a tomar respecto al lugar, en su relativa 
ambigüedad –aunque de hecho partían de una invocación previa 
de la legislación vigente (n. 12)–, no mencionen la protección de 
la intimidad y demás cautelas siempre presentes en la legislación 
canónica al regular la administración del sacramento de la 
penitencia. Podría entenderse, en efecto, que el Ordo era 
favorable a una eventual interpretación subjetiva –en última 
instancia del propio ministro, que es a quien más directamente 
vincula la norma– respecto a lo que es más conveniente desde el 
punto de vista pastoral. Sin embargo esto no es así, porque las 
atribuciones que confiere el Ordo se refieren al lugar propio de la 
confesión, sin mencionar la sede, que es donde las cautelas 
aludidas entrarían en juego. Con lo cual, lo que el Ordo establece 
resulta plenamente coherente con la disciplina en vigor hasta la 
fecha. 
Pero esta circunstancia no fue en su momento suficientemente 
advertida. Las disposiciones de los rituales particulares de cada 
región o nación, en uso de las facultades concedidas por el Ordo 
a las Conferencias Episcopales, dieron lugar a las llamadas 
capillas o salas de reconciliación, en las que los penitentes 
pudieran confesarse y recibir la absolución «cara a cara» (face-to-
face)17. De este modo –y aquí reside la confusión–, yendo más 
 
la Conferencia Episcopal directamente a la decisión prudencial del ministro, 
quedando al Obispo sólo la posibilidad de establecer algunas determinaciones 
respecto al rito. 
17. Un ejemplo, del que acaso toman el nombre estas nuevas sedes confe-
sionales: la Conferencia Episcopal USA decretó en 1974 que sería «desirable 
that small chapels or rooms of reconciliation be provided in which penitents 
might choose to confess their sins through an informal face-to-face exchange 
with the priest, with the opportunity for appropriate spiritual counsel. It would 
also be regarded as desirable that such chapels or rooms be designed to  
afford the option of the penitent's kneeling at the fixed confessional grill in the 
usual way, but in every case the freedom of the penitent is to be respected» 
(BCLN [Bishops' Committee on the Liturgy Newsletter] 1965-1975 (Dec. 
1974), 450 (tomado de F.R. MCMANUS, en J.A. CORIDEN-T.J. GREEN-D.E.  
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allá de lo que el Ordo había dispuesto, se pasa de la 
consideración del lugar a la de la sede: la cuestión de la sede 
tradicional para oír confesiones se diluye de hecho en la cuestión 
del lugar (iglesias y oratorios). El Ordo no había estimado 
necesario urgir las cautelas más directamente relacionadas con la 
cuestión de la sede porque sus remisiones a las Conferencias 
Episcopales se referían sólo al lugar del sacramento18. En 
consecuencia, los rituales particulares tampoco se sienten 
precisados a encarecerlas, sin advertir que se había modificado la 
sustancia de la concesión realizada por el Ordo. 
En efecto, el Ordo, en sus disposiciones normativas, no men-
ciona de modo expreso el confesonario, es decir, la sede propia. 
Prescribe que la confesión se administre en los lugares aptos («lo-
cis aptis», n. 55; «establecidos para oír confesiones», n. 22); por 
tanto no supone ni pretende la modificación del derecho vigente 
 
HEINTSCHEL (Eds), The Code of Canon Law. A text and Commentary, New 
York 1985, p. 681). Puede ser ilustrativo tener presentes algunas anotaciones a 
esta disposición: 1) Se hace una mención expresa de la libertad del penitente 
para elegir la sede, pero no se menciona el derecho al anonimato que es el fun-
damento de esta libertad; lo cual puede tener sus consecuencias, ya que en la 
medida en que la posibilidad de elección se residencie simplemente en el gusto 
o preferencia del penitente, podrían contraponérsele, y en consecuencia «impo-
nérsele», otros modos de proceder con base en argumentos tales como 
«razones pastorales», urgencia de tiempo, etc. de difícil contraargumentación 
ante la escasa consistencia del argumento del gusto o preferencia. 2) 
Desaparece la consideración de las medidas prudenciales como valor objetivo 
que debe pesar en la determinación del lugar y de la sede. 3) Desaparece 
también la mención expresa del «lugar patente», que tiene mucho que ver tanto 
con la razón anterior, como con la naturaleza litúrgica –pública, comunitaria– 
que es propia de la celebra ción del sacramento. 4) Merecería ser también 
debidamente estudiada la calificación de «informal» que se otorga a la 
propuesta de confesión de los pecados mediante «an informal face-to-face 
exchange with the priest». 
18. Cfr W.H. STETSON, comentario al c. 964 , en A. MARZOA-J. MIRAS-R. 
RODRÍGUEZ-OCAÑA (Dirs), Comentario Exegético al Código de Derecho 
Canónico, 2ª ed., Pamplona 1997, vol III/1, pp. 773-774. 
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(CIC 17) respecto a la sede, cuya vigencia es expresamente recor-
dada en los Praenotanda. 
Aún más, con base en la mencionada interpretación no 
ajustada de las competencias que el Ordo otorga a las 
Conferencias Episcopales, se llegará a decir que el uso obligado 
del confesonario tradicional había sido suprimido por el nuevo 
ritual; e incluso –con argumentación curiosa– que la rúbrica del 
Ordo que indica la imposición de manos exige que no haya 
obstáculo entre penitente y confesor, por lo que la rejilla tiene 
que desaparecer o, al menos, adaptarse a las exigencias de dicha 
rúbrica19. 
 
b) Intervención de Pablo VI en 1974 
 
Este estado de cosas, con derivación en abusos prácticos, da 
lugar a unas palabras de Pablo VI, obviamente el más alto e indis-
cutible intérprete del Ordo, en Audiencia General de 3.IV.1974, 
«per precisare e rettificare certe notizie inesatte, che sono state 
divulgate circa il nuovo rito del sacramento della penitenza, come 
quella dell'abolizione dei confessionali: il confessionale, in 
quanto diafragma protettivo fra il ministro ed il penitente per 
garantire l'assoluto riserbo della conversazione loro imposta e 
loro riservata, è chiaro deve rimanere»20. 
Esta intervención pontificia será recurrentemente citada en los 
años siguientes. Baste ahora con anotar tres consideraciones: 1) 
 
19. La rúbrica invocada se encuentra en el n. 19 del Ordo: «Sacerdos 
autem, post orationem paenitentis, manibus super caput eius extensis, vel 
saltem dextera, formulam absolutionis profert...». Baste ahora con dejar 
constancia de la perplejidad que puede producir esta «formalística» 
preocupación por el cumplimento de las rúbricas del Ordo, por lo demás –
como se verá– no adecuadamente entendidas y valoradas. 
20. Cfr «L'Osservatore Romano», 4 abril 1974, pág. 1. El Secretario de 
Estado se hizo eco posteriormente de estas palabras del Pontífice en Carta a la 
XXVI Semana Litúrgica Nacional de Italia, publicada en «L'Osservatore 
Romano» de 27.VIII.1975. 
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se confirma la existencia de conclusiones inexactas acerca del 
nuevo rito del sacramento de la penitencia; 2) no sólo el 
penitente, sino penitente y ministro son los destinatarios de la 
función «protettiva» del confesonario tradicional; 3) se reafirma 
rotundamente la disciplina vigente: cualesquiera que sean las 
determinaciones que se hagan en los rituales, debe mantenerse el 
confesonario provisto de rejilla conforme al derecho vigente. 
 
 
c) Intervención de la Congregación para el Culto divino de 
1974 
 
Apenas seis meses después de las palabras de Pablo VI, la 
SCCD21 confirma nuevamente la plena armonía entre Ordo y 
CIC 17. 
El motivo de esta confirmación es una consulta realizada a 
este dicasterio, suficientemente expresiva en su propia 
formulación: «si, no obstante la norma del Derecho vigente (can. 
909), que prescribe la sede confesional para oír las confesiones de 
mujeres, puede tolerarse su supresión en las iglesias». La 
respuesta es: «Negative». O lo que es lo mismo, no puede 
tolerarse la supresión del confesonario en las iglesias. 
 
d) Una nueva interpretación auténtica en 197622 
 
Ya se ha visto que una de las competencias otorgadas por el 
 
21. Prot. 1952/74, publicado en la Circular n. 32 del Arzobispado de 
México de 23.X.1974 (citado por J.A. MARQUES, Lugar y sede..., cit.,  
p. 162). 
22. Cfr Interpretación de la Comisión Pontificia para la interpretación de 
los decretos del Concilio Vaticano II, 22.VI.1976. La respuesta no fue publi-
cada en AAS (para las razones de su no publicación puede servir de 
orientación lo expuesto por R. CASTILLO-LARA, De Iuris Canonici authentica 
interpretatione in actuositate Pontificiae Commissionis adimplenda, en 
«Communicationes» 20, 1988, p. 286). Para todo lo expuesto en este apartado, 
cfr «Archivo del Concilio Vaticano II». 
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Ordo Paenitentiae a  las Conferencias Episcopales se refería al 
lugar apto para la celebración ordinaria del sacramento de la 
Penitencia. Y que la cuestión del lugar terminó implicando en 
algunos casos también la cuestión de la sede. 
Esto último es lo que sucedió, por ejemplo, cuando la Confe-
rencia Episcopal de USA, en 197423, consideró deseable que las 
capillas o salas de reconciliación estuviesen dotadas de tal modo 
que el penitente pudiese confesarse mediante una conversación 
informal, «face-to-face», con el sacerdote; aunque –añadía– debe 
considerarse también deseable que estas salas sean diseñadas de 
tal modo que den opción al penitente a confesarse en el 
confesonario provisto de rejilla. Evidentemente, con esto se 
rebasaba el ámbito de competencia: la regulación del lugar propio 
implicaba la cuestión de la sede, y el confesonario tradicional 
pasaba a ser sólo «deseable». Lo cual no casaba con la claridad 
con que el confesonario era prescrito en el Código (de 1917), al 
cual se remitía el Ordo en materia de sede. 
Se entiende, en este contexto, que un grupo de obispos de 
Estados Unidos formulase a la Pontificia Comisión para la inter-
pretación de los decretos del Concilio Vaticano II el siguiente 
dubium: «Si la aprobación otorgada por la S. Congregación para 
los Sacramentos y el Culto divino de 11 de octubre de 1975 a lo 
acordado por la Conferencia Episcopal de los Estados Unidos de 
América Septentrional, lleva consigo o no la abrogación de lo 
establecido en el CIC, cc. 909 y 910 § 1, respecto a la sede 
confesional»24. 
 
23. Vide, para el text o de esta decisión de la Conferencia Episcopal USA, 
supra: nota 17. 
24. «Utrum approbatio deliberationum Conferentiae episcopalis Statuum 
Foederatorum Americae Septentrionalis, concessa a S. Congregatione pro Sa-
cramentis et pro Cultu Divino, die 11 octobris 1975, secum ferat necne abro-
gationem praescriptorum quae de sede ad audiendas confessiones in Codice 
Iuris Canonici, cann. 909 et 910, § 1, continetur». 
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La Comisión, acaso para no entrar en la cuestión tal como fue 
formulada, que hubiese obligado, o bien al reconocimiento de una 
derogación irregular de una norma del CIC mediante un acto de 
un dicasterio, o bien a la desautorización de un acto (la 
aprobación) de tal dicasterio romano, decide reconvertir el 
dubium, de modo que plantease una eventual discrepancia entre 
el Ordo y el CIC vigente. La fórmula corregida del dubium que es 
sometida a la Plenaria de la Comisión se concreta en los términos 
siguientes: «Si a tenor del Ordo Paenitentiae de 1973, IV,12 y 
VI,38/b) deben considerarse derogados los cc. 909 y 910 § 1 que 
se refieren al lugar y a la sede de la confesión»25. 
La respuesta al dubium es: «Negative», reafirmando en la pro-
pia respuesta tanto la vigencia de los cc. 909 y 910 § 1 del CIC 
(1917), como el derecho de las Conferencias Episcopales para 
establecer determinaciones más particulares respecto al lugar 
apto para oír confesiones26. 
La importancia de esta respuesta auténtica vendrá posterior-
mente confirmada al ser invocada repetidas veces durante los de-
bates para la formación del texto del nuevo Código. Por ello 
merece un breve comentario. 
Sabemos que los cánones del CIC 17 invocados en el dubium 
original consideraban tanto la cuestión del lugar (lugar sagrado) 
como de la sede (el confesonario propiamente dicho). Este primer 
dubium, sin embargo, acaso por entender que era ahí donde 
radicaba la eventual contradicción con la norma codicial, se 
 
25. «Utrum per Ordo Paenitentiae, diei 2 decembris 1973, IV, 12 et VI,  
38 b), derogatum sit can. 909 et 910, § 1, C.I.C., quod locum et sedem 
confessionis spectat». Las normas del Ordo mencionadas son: «Sacramentum 
Paenitentiae administratur in loco et sede quae iure statuuntur» (IV, 12); y 
«[Conferentiis Episcopalibus competit...] Normas pressius determinare quoad 
locum aptum ad ordinariam sacramenti Paenitentiae celebrationem…» (VI,  
38 b). 
26. «Negative, ideo in vigore permanere can. 909 et 910, § 1 C.J.C., salvo 
tamen iure Episcoporum Conferentiae pressius determinandi locum aptum 
confessionibus recipiendis». 
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refería sólo a la sede. Pero el nuevo dubium de la Comisión 
menciona por separado el lugar y la sede. 
A la Comisión le interesaba poner de manifiesto que se deben 
separar una y otra cuestión. Entendía –en palabras del propio 
Relator– que el hecho de que en el Ordo (n. 38/b) no se mencio-
nase la sede al conceder competencias a las Conferencias Episco-
pales fue algo decidido expresamente. Por ello, respecto de la 
sede no podía producirse derogación alguna del CIC 17, puesto 
que, a tenor del propio Ordo, para la cuestión de la sede debía 
acudirse directamente al derecho codicial, que no sólo no 
resultaba derogado, sino expresamente confirmado por los 
Praenotanda, n. 12. 
El Relator afirmó además –añadiendo matices de interés en las 
razones de fondo de la disciplina– que la constancia en la 
prescripción de la sede provista de rejilla entre el confesor y el 
penitente «era ed è basata soprattutto sul timore di abuso, di 
possibili calunnie, di ostacolo della libertà del penitente che cerca 
l'anonimato»; por lo que no parece –añade– que la Iglesia, sin 
perjuicio de las necesarias adaptaciones al nuevo rito, deba 
desechar las cautelas adoptadas. 
Se invocó finalmente como argumento en el estudio de la con-
sulta el hecho de que, apenas promulgado el Ordo Paenitentiae, 
se produjeron interpretaciones desajustadas acerca de la sede 
confesional, hasta tal punto –se dice– que el Sumo Pontífice 
interviene personalmente en la cuestión con su discurso del 3 de 
abril de 197427. 
Interesa destacar, por su relevancia, que el Relator no duda en 
calificar la intervención pontificia –sin duda respaldado por la 
situación aludida, que no permite entender las palabras de Pablo 
VI en un sentido circunstancial– como «interpretación auténtica 
declarativa hecha por el Papa viva vocis oraculo». 
 
27. Vide supra , b) Intervención de Pablo VI en 1974. 
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El tenor de la respuesta, ajustada en su literalidad al texto 
reformulado del dubium, debe, por tanto, entenderse rotundo: el 
Ordo Paenitentiae de 2 de diciembre de 1973, en sus apartados 
IV,12 y VI,38/b no deroga los cc. 909 y 910 § 1 del CIC, que se 
refieren al lugar y a la sede de la confesión, dejando en todo caso 
a salvo el derecho que asiste a las Conferencias Episcopales a 
determinar más precisamente lo concerniente al lugar. 
 
 
III. EL CIC 83 
 
Como es lógico, todo este sucederse de acontecimientos va a 
tener resonancia en las sucesivas fases de redacción del canon 
referente al lugar y sede de la confesión en el CIC 83. En la 
medida en que los sucesivos proyectos, animadversiones y 
correcciones de los schemata pueden dar una idea del estado de la 
cuestión, puede tener interés asomarse a ellos. 
El primer schema que recoge el proyecto de normativa sobre 
el sacramento de la confesión data de 1975, lo cual indica que las 
discusiones en torno a la fijación del texto se están produciendo 
en el mismo período –y por consiguiente en el contexto de las 
mismas circunstancias– en el que ve la luz el Ordo Paenitentiae y 
se producen sus primeras aplicaciones. 
 
 
a) Fases en la  formación del texto 
 
Atendiendo al material disponible, se puede decir que el 
proceso que concluye con la redacción del actual c. 964 fue 
laborioso. Se oyeron con toda claridad tanto las motivaciones de 
la disciplina tradicional como los planteamientos suscitados en 
los últimos años. 
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— Del Schema 75 al Schema 80 
 
La primera redacción –como se ha dicho– es la del Schema de 
197528. Se indica en sus Praenotanda el propósito de dar una 
norma general respecto al lugar, y reconducir las determinaciones 
más particulares acerca de la sede a lo que dispongan las Con-
ferencias Episcopales. 
En el proyecto se reduce a un solo canon toda la disciplina 
acerca del lugar (c. 908 CIC 17) y de la sede (cc. 909-910 CIC 
17)29. Éste es el texto diseñado en el c. 157 del Schema 75: 
§ 1. Ad sacramentales confessiones excipiendas locus proprius est 
ecclesia aut oratorium. 
§ 2. Quae de sede confessionali praescribenda sint, ab 
Episcoporum Conferentia regionis statuantur, cauto tamen ut habeatur 
in loco patenti sedes confessionalis crate fixa inter paenitentem et 
confessarium instructa». 
Se establece el lugar propio, tal como lo había hecho el CIC 
17, pero sin indicar ninguna especificación respecto al tipo de 
oratorio30. Con relación a la sede, a la vez que se omite la 
distinción entre la confesión de varones y de mujeres, se indican 
dos cosas: a) debe haber siempre una sede confesional 
tradicional; b) las Conferencias Episcopales darán las demás 
normas al respecto. 
Puede, pues, observarse que la confusión entre lugar y sede, 
producida con ocasión de la ejecución de las facultades 
 
28. PCCICR, Schema Documenti Pontificii quo disciplina canonica de 
sacramentis recognoscitur, TPV 1975, c. 157. Cfr también «Communi-
cationes» 10, 1978, p. 68. 
29. «Ad locum quod attinet in quo confessiones excipiendae sunt, notetur 
tantummodo dari principium generale: locus proprius est ecclesia aut orato-
rium. Peraeque vero determinationes particulares de confessionis sede, de 
quibus in Codice I. C., cc. 909-910, Episcoporum Conferentiae committuntur 
statuendae». 
30. El CIC 83 (c. 1223) no recogerá la distinción entre oratorios públicos, 
semi -públicos y privados (c. 1188 CIC 17). 
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concedidas por el Ordo, se resuelve ahora en sentido contrario a 
lo establecido allí: se remite a las Confe rencias Episcopales lo 
concerniente a la sede. 
El texto del canon es muy debatido31, aunque en ningún mo-
mento es advertida expresamente la circunstancia del cambio 
operado. Del conjunto de los debates, merecen destacarse tres 
afirmaciones: a) el carácter sagrado y eclesial de la Penitencia 
demanda un lugar sagrado para su administración; b) la necesidad 
de la discreción a fin de que la identidad del penitente pueda 
permanecer en el anonimato; c) la invocación, respecto al 
confesonario, de la respuesta auténtica de la Pontificia Comisión 
de interpretación de los Decretos del Concilio Vaticano II en su 
Plenaria de 22.VI.1976 en sintonía con la mens personalis del 
Romano Pontífice32. 
En consecuencia, se decide que el § 1 (el lugar propio) per-
manezca como ha sido presentado por la Comisión, y en el § 2 –
ante la petición de que la sede confesional con rejilla sea explí-
citamente requerida para la confesión de mujeres, así como para 
los varones que así lo deseen– se introduce una pequeña 
modificación que aunque a primera vista pudiera parecer 
irrelevante33, afirma más explícitamente que el ejercicio de la 
facultad normativa que se concede a las Conferencias Episcopales 
 
31. «Opera Consultorum in apparandis canonum schematibus. I. Coetus 
Studiorum de Sacramentis» Conventus dd. 20-25 iunii 1977 habiti , en 
«Communicationes» 10, 1978, pp. 68-69 
32. En efecto, para cuando se producen los debates sobre el schema 75, la 
respuesta ya analizada de la Comisión Pontificia para la interpretación de los 
decretos del Concilio Vaticano II [vide supra : II, d) Una nueva interpretación 
auténtica en 1976] había ya confirmado los términos del Ordo Paenitentiae, 
que facultaban a las Conferencias Episcopales para dar normas respecto al 
lugar propio, pero remitían para lo concerniente a la sede a la disciplina 
entonces vigente (CIC 17). 
33. Se modifica el comienzo del canon: «Ad sedem confessionalem quod 
attinet, normae ab Episcoporum Conferentia statuantur ...». 
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debe en todo caso respetar la norma general de la existencia de 
confesonario con rejilla. 
Aunque, como se ha señalado, en el seno de los debates no se 
alude a la inversión de las facultades normativas sobre el lugar y 
la sede, el hecho es que quiere alejarse el riesgo de que al 
depender la disciplina sobre la sede de las Conferencias 
Episcopales, pud iera atenuarse o desaparecer la necesidad de la 
sede tradicional. 
Es más, el Relator –haciéndose eco de la petición expresa de 
algunos consultores– propone todavía la recuperación de la 
norma del c. 910 CIC 17, que, según se tratase de la confesión de 
varones o mujeres, establecía un régimen distinto para la 
excepción de la norma general sobre la sede34. Las razones que se 
apuntan son la praxis tradicional de la Iglesia, el derecho de los 
fieles a permanecer en el anonimato, y la prudencia «infirmitatis 
humanae causa». De la propuesta resulta la adición de un § 3, en 
el que se reproduce la disciplina del CIC 1735. 
La redacción definitiva que pasa al Schema de 1980 queda, por 
tanto, como sigue 36: 
 
Can. 918 - § 1. Ad sacramentales confessiones excipiendas locus 
proprius est ecclesia aut oratorium. 
§ 2. Ad sedem confessionalem quod attinet, normae ab Episco-
porum Conferentia statuantur, cauto tamen ut habeatur in loco patenti 
 
34. CIC 17, c. 910: «§ 1. Feminarum confessiones extra sedem confes-
sionalem ne audiantur, nisi ex causa infirmitatis aliave verae necesitatis et 
adhibitis cautelis quas Ordinarius loci opportunas iudicaverit. 
§ 2 Confessiones virorum etiam in aedibus privatis excipere licet». 
35. Se introduce alguna variante menor respecto a la redacción del c. 910 
CIC 17: sustitución del término «foemina» por «mulier» y supresión de las 
expresiones «aliave vera» y «et adhibitis… iudicaverit». 
36. PCCICR, Schema Codicis Iuris Canonici iuxta animadversioines 
S.R.E. Cardinalium, Episcoporum Conferentiarum, Dicasteriorum Curiae Ro-
manae, Universitatum Facultatumque ecclesiasticarum necnon Superiorum 
Institutorum vitae consecratae recognitum, Libreria Editrice Vaticana 1980. 
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sedes confessionalis crate fixa inter paenitentem et confessarium 
instructa. 
§ 3. Mulierum confessiones extra sedem confessionalem crate ins-
tructam ne excipiantur nisi ex causa infirmitatis aliusve necessitatis. 
 
Las salvedades que el Ordo Paenitentiae no había tenido nece-
sidad de hacer –era suficiente entonces la referencia a la 
legislación vigente, CIC 17–, son ahora explicitadas debido a que 
el proyecto remite a la legislación particular la cuestión de la 
sede, y ello supondría sustituir la disciplina vigente hasta la 
fecha. 
A partir de este Schema comienza la fase más importante en el 
proceso de formación del texto definitivo del nuevo Código. En 
efecto, según la autorizada opinión de Castillo Lara, el Schema 
80, junto con la Relatio de 1981 y la Vª Congregatio Plenaria del 
mismo año, «una simul quandam efformant «trilogiam»» que 
debe ser tenida en cuenta para valorar adecuadamente la reforma 
del Código37. 
Conocido ya el texto correspondiente del Schema 80, procede 
asomarse a los otros dos momentos de esa «trilogía». 
 
 
— La Relatio de 198138 
 
Las objeciones y propuestas que recibe el texto del c. 918 
Schema 80 son numerosas, y no siempre convergentes. Sumaria-
mente se propone lo siguiente: 
 
37. R. CASTILLO LARA, Praesentatio , en PCLTI, Congregatio Plenaria 
diebus 20-29 Octobris 1981 habita, TPV 1991, p. viii 
38. PCCICR, Relatio complectens syntesim animadversionum ab em.mmis 
atque exc.mis Patribus Commissionis ad Novissimum Schema CIC 
exhibitarum, cum responsionibus a Secretaria et Consultoribus datis, TPV 
1981 (pp. 228-229). Cfr también «Communicationes» 15, 1983, 207. 
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a) a diferencia de lo dicho en el Ordo Paenitentiae, tener 
como excepcional la confesión «in aula pro confessionibus», y en 
el caso de mujeres, sólo en el caso de enfermedad u otra 
necesidad de esta índole 39; 
b) con referencia al lugar, suprimir la restricción a las iglesias 
y oratorios, habida cuenta de los estimables frutos de la praxis de 
las «aulas de confesiones»40; 
c) añadir especiales competencias de las Conferencias 
Episcopales para determinar el lugar41, la sede42; y la apreciación 
de la verdadera necesidad43; 
 
39. La propuesta (Card. König) parece tener más en cuenta la praxis que se 
ha venido introduciendo con ocasión del Ordo, que el texto propuesto  en el 
Schema  80. Lo cual confirma hasta qué punto ha calado –contra lo que resulta 
del análisis detenido de lo establecido en el Ordo Paenitentiae– la confusión 
entre lugar y sede, resultando de ello la imputación al Ordo de lo que en 
realidad ha sido una mala interpretación de sus disposiciones. La animadversio 
se fija, pues, en la cuestión de la sede. 
40. No deja de ser un tanto sorprendente la generalización que pretende el 
autor de la propuesta (Card. Willebrands) para una norma de carácter 
universal, sobre la base de una supuesta experiencia personal o local acerca de 
los frutos de las aulas confesionales. Pero conviene sobre todo llamar la 
atención sobre el hecho de que se vuelve a la confusión: partiendo de la 
cuestión del lugar (iglesia u oratorio), la propuesta termina afectando a la sede. 
En efecto, como ya se ha visto, la propuesta de aulas confesionales llevaba 
aneja en algunos casos la recomendación («es deseable») de la existencia de 
una sede provista de rejilla, pero sin prescribirla como necesaria. El aula 
confesional se propone como alternativa al lugar (iglesia u oratorio), no a la 
sede tradicional, de cuya necesidad se prescinde. Adviértase que aquí ya no 
está en juego la cuestión de la confesión de mujeres, sino la más grave de las 
garantías del derecho al anonimato de cualquier penitente. 
41. Se propone añadir: «aut locus ab Episcoporum Conferentia desig-
natum» (Coffy, Martensen). 
42. Se propone: «Ad sedem confessionalem quod attinet, normae ab 
Episcoporum Conferentiae statuantur, cauto tamen iure paenitentis ne quidem 
a confessore noscitetur» (Card. Bernardin). Debe notarse que, en relación con 
el texto del Schema 80, c. 918 § 2, esta propuesta, aparentemente similar al 
texto de referencia, pretende mantener la invocación del derecho del fiel, pero 
olvidando la base material de la garantía de este derecho, que es la presencia 
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d) suprimir el § 3, referido a la especial consideración de la 
confesión de mujeres44. 
No es admitida ninguna de estas propuestas. El texto del canon 
–se dice en el relato de los debates– responde a la mente personal 
de Pablo VI, según se desprende de la interpretación auténtica de 
la Comisión para la interpretación de los decretos del Concilio 
Vaticano II de 22.VI.197645. 
De nuevo, pues, resultan determinantes la interpretación autén-
tica y el texto de Pablo VI. Lo cual pone de manifiesto que una de 
las cuestiones que más preocupan en relación con la sede es la 
separación («diafragma protector») entre el ministro y el 
 
siempre de una sede tradicional. Una buena técnica legislativa no permite 
limitarse a la mera proclamación de derechos –eso corresponde a las 
declaraciones generales–, dejando su garantía y cumplimiento al arbitrio de 
quienes protagonicen una relación en la que aquellos derechos estén en juego. 
Las leyes están para otorgar los cauces materiales objetivos de protección, y 
éste es el sentido de la precisa mención que hace el c. 918 § 2 del Schema  
cuando prescribe como obligatoria la existencia de sedes provistas de rejilla. 
43. Se propone añadir depués de «necessitatis»: ««salvis tamen normis ab 
Episcoporum Conferentia statutis», ut in praxi «aula confessionis» superflua 
non evadat» (Card. O'Fiaich). En relación con lo señalado en la nota anterior, 
llama la atención que no se utilice el mismo criterio redaccional para proteger 
el derecho al anonimato (se quiere dejar en una mera proclamación) que el que 
se pretende para proteger la viabilidad de las aulas confesionales (mediante 
una mayor libertad de determinación por parte de las Conferencias 
Episcopales). 
44. «Quia inutilem oppositionem suscitabit (Card. Carter; Exc. O'Connell) 
et hodie non amplius huiusmodi discrimen inter viros et mulieres admittitur 
(Exc. Bernardin)». Es la primera vez que la propuesta se dirige 
inequívocamente a la cuestión de la distinción entre varones y mujeres, sin 
implicar a la vez la desaparición de la sede tradicional. Es decir, que desde la 
perspectiva del peni–tente, se diferencian la cuestión de la confesión de 
mujeres de la protección del derecho al anonimato. 
45. «Observationes omnes admitti nequeunt: textus canonis servari debet 
prouti iacet ex interpretatione authentica a Commissione Decretis Concilii 
Vaticani II interpretandis edita (22-6-1976), ex qua mens personalis Papae 
Pauli VI in re patet» (vide supra: II, d) Una nueva interpretación auténtica en 
1976. 
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penitente, como necesaria garantía de «la absoluta reserva» del 
contenido de la confesión, en los términos que en su momento se 
han señalado46. 
 
 
— La Vª Congregatio Plenaria de 1981 
 
Pero todavía se volverá sobre el c. 918 del Schema 80. El tema 
«Ad can. 918 § 3: de confessionibus mulierum» es considerado de 
suficiente importancia como para ser tratado de nuevo en la 
conocida «Vª Congregatio plenaria»47. Adviértase que la cuestión 
que se plantea ahora no es la sede confesional in genere, sino la 
confesión de mujeres. 
Las propuestas que afloran en la sesión son de diverso signo. 
Merecen destacarse las siguientes : a) ampliar las excepciones de 
la norma de la confesión de mujeres en confesonario con rejilla a 
cualquier «causa razonable»48; b) corregir o suprimir el § 3,  
 
46. Vide supra : II, b) Intervención de Pablo VI en 1974. 
47. «Vª Congregatio plenaria Sodalium Pontificiae Commissionis Codici 
Iuris Canonici Recognoscendo»: cfr PCLTI, Congregatio Plenaria (diebus 20-
29 octobris 1981 habita) , TPV 1991, pp 463-469. «Objetivo de esta Plenaria –
explica J. Herranz– fue, además del estudio detallado de algunas cuestiones de 
mayor importancia por su particular incidencia disciplinar, el examen final y 
colegial por parte de la PCCICR del Schema  completo del nuevo CIC»  
(J. HERRANZ, Génesis y elaboración del nuevo Código de Derecho Canónico, 
en Comentario Exegético ..., cit.,  vol I, pp. 195-196). Además de las seis 
cuestiones propuestas ex officio a la discusión de la asamblea, entre las que 
añadieron los miembros de la asamblea se encuentra la de las normas sobre 
confesión de mujeres, que se debatió en la VI sesión de 26 de Octubre. Fueron 
ponentes de la sesión los Cardenales Hume, Willebrands, Marty, Rugambwa; y 
los Obispos Bernardin, O'Connell, Stewart, Pimenta, MacNeil, Verschuren. 
48. La propuesta es de Hume: donde dice «nisi ex causa infirmitatis 
aliusve necessitatis», propone: «nisi ex causa infirmitatis aliave rationabili 
causa». Se aduce como motivo la sensibilidad que la Iglesia debe mostrar en 
los tiempos actuales en nuestros países hacia las mujeres, especialmente 
jóvenes, que aspiran a una mayor libertad, ¡la libertad de las hijas de Dios! [los 
signos de admiración pertenecen al texto de la propuesta tal como es transcrita 
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puesto que no procede actualmente hacer una específica 
distinción entre varones y mujeres respecto al confesonario con 
rejilla49; c) suprimir la mención expresa de la excepción 
«infirmitatis causa», dejando solamente «nisi ex rationabili 
causa»50. 
Excluida la opción de suprimir el § 3, se someten a votación 
posibles redacciones alternativas, todas ellas limitadas a los tér-
minos en que se debe formular la excepción a la norma de la sede 
tradicional: 1) no modificar el texto de schema; 2) expresar como 
 
en la Relatio]. De lo contrario –añade– se corre el riesgo de apartarlas de los 
frutos de este sacramento, con la posibilidad de que posteriormente sea difícil 
lograr que retornen a pedir el sacramento de la reconciliación. La propuesta 
acoge también el argumento del peligro para la vida espiritual y sacerdotal de 
los presbíteros: ciertamente –se dice– debe ser tenida en cuenta la debilidad 
humana, pero sin exagerarla de tal manera que se convirtiese en único criterio 
de la normativa en esta materia. Entiende este Consultor –y así lo dice 
expresamente– que pese al pensamiento expresado por Pablo VI (recuérdese 
que éste había sido el motivo por el que idéntica proposición había sido ya 
anteriormente desestimada según la Relatio 81), la  cuestión no había sido 
planteada entonces al Romano Pontífice en los términos actuales; y por ello 
pide que sea sometida al juicio del Romano Pontífice reinante. 
49. La propuesta es de Bernardin. La evolución cultural de numerosos 
países –dice este Consultor– puede hacer esta medida injusta e incluso odiosa. 
«En mi país –añade–, en el nuevo Ordo poenitentiae no se establece ninguna 
discriminación, y no ha derivado de ahí ningún tipo de abuso que justifique las 
medidas tomadas por la disciplina tradicional». Debe mantenerse, por 
supuesto, el derecho de cada fiel a confesarse en confesonario con rejilla, de 
modo que pueda permanecer en el anonimato frente al confesor. En todo caso, 
deben  
ser las Conferencias Episcopales o el Ordinario de lugar quienes establezcan  
las normas pertinentes. «Aunque no soy partidario del llamado «feminismo» –
concluye–, temo que el tercer parágrafo genere inútiles prejuicios contra todo 
el CIC especialmente en los medios de comunicación social». 
De nuevo aparece la idea de una proclamación de un derecho sin un 
respaldo legislativo objetivo, que de hecho es lo que hacía el c. 918 § 2 del 
Schema  80 al urgir la presencia de la sede confesional. Es decir, «mantener el 
derecho de todo fiel a...» no es operativo si no se establece como obligatoria la 
existencia de una sede que garantice y permita el ejercicio de ese derecho. 
50. La propuesta es de Pimenta. 
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motivo de excepción: «ex causa infirmitatis aliave rationabili 
causa»; 3) limitarse a una excepción más genérica: «nisi ex 
rationabili causa»; o, más matizadamente, «ex gravi, rationabili 
causa»51. 
Una primera votación es favorable a la segunda propuesta. 
Pero dado el exiguo número de votantes (27 sobre 48), se abre de 
nuevo un debate en el que se llega a la conclusión de que no sería 
suficiente la exclusiva mención de «ex rationabili causa» 
(propuesta tercera), ya que podría ser interpretada en términos tan 
amplios que pondrían en peligro la protección del derecho que 
tiene todo penitente a permancer en el anonimato52. De modo que 
definitivamente, en una nueva votación53, se acuerda mantener la 
fórmula «ex causa infirmitatis aliave rationabili causa». 
 
51. Esta última propuesta fue añadida directamente por el Relator Felici en 
el momento de la votación. 
52. «In hac materia ego credo quod non sit requirendum «gravissima 
causa» vel «causa necessitatis» quae est valde gravis, sed sufficiat 
«rationabilis», sed cum indicatione aliquo modo proportionata. Exemplum 
indicat de qua causa agitur, quia in hac materia, etsi debet aliquo modo 
permitti ut mulieres qui volunt sine crate sese confiteantur, simili modo 
defendendi debet ius personae ad anonimatum in confessione habendum. Et si 
non adest sedes confessionalis cum crate fixa, saepe saepius creatur aliqua, ut 
ita dicam, praessio moralis ita ut personae, quae necessarium omnino habent 
sese confitendi cum crate fixa, non possint ex illa pressione morali. Ex hac 
ratione ego credo melius esse ut maneat «ex causa infirmitatis»» (PCLTI, 
Congregatio Plenaria ..., cit., p. 467). 
Como puede apreciarse, en el seno del debate sobre la confesión de 
mujeres (que es lo sometido a la Plenaria), se incorpora la cuestión del derecho 
de toda persona a permanecer en el anonimato, lo cual ya afecta a todo fiel. Se 
pone  
de manifiesto, por otra parte, el modo recto de proceder en la formación de un 
texto legislativo: la protección de los derechos (permanecer en el anonimato, 
en este caso) exige la expresión nítida de elementos objetivos de protección, de 
tal modo que el momento de reclamación o de respeto a ese derecho no quede 
totalmente sometido a la contingencia de una apreciación subjetiva. 
53. La propuesta de supresión de la «causa infirmitatis» recibe sólo 8 
votos sobre 49. 
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Finalmente, la asamblea resolvió que, cumplidas las indicacio-
nes aprobadas en la Plenaria y realizadas las necesarias correc-
ciones de estilo, se presentase cuanto antes el schema del nuevo 
Código al legislador54. 
El texto que finalmente pasa a integrar el schema definitivo, 
conocido como Schema 198255, es el siguiente: 
Can. 964 - § 1. Ad sacramentales confessiones excipiendas locus 
proprius est ecclesia aut oratorium. 
§ 2. Ad sedem confessionalem quod attinet, normae ab Episcopo-
rum conferentia statuantur, cauto tamen ut habeatur in loco patenti 
sedes confessionalis quae crate fixa inter paenitentem et confessarium 
sit instructa. 
§ 3. Mulierum confessiones extra sedem confessionalem crate 
instructam ne excipiantur, nisi ex causa infirmitatis aliave rationabili 
causa. 
 
 
— Las postreras modificaciones 
 
La tarea de completar y perfeccionar el schema general del 
nuevo CIC fue encomendada al Presidente y a la Secretaría de la 
PCCICR56. El texto definitivo (1776 cánones) se terminó en 
marzo de 1982. Y el «Schema novissimum» resultante fue 
presentado al Santo Padre el 22 de abril de 1982. 
El Papa quiso dejar constancia en este momento –una vez 
efectuadas las pertinentes consultas a los organismos del caso y al 
episcopado universal– de su deber moral de examinar personal-
 
54. J. HERRANZ, Génesis y elaboración..., cit., pp. 196-197. 
55. Cfr PCCICR, Schema Codicis Iuris Canonici. Schema Novissimum 
post consultationem S.R.E. Cardinalium, Episcoporum Conferentiarum, Di-
casteriorum Curiae Romanae, Universitatum Facultatumque ecclesiasticarum 
necnon Superiorum Institutorum vitae consecratae recognitum, iuxta placita 
Patrum Commissionis deinde emendatum atque Summo Pontifici praesen-
tatum, Ciudad del Vaticano, 25. III.1982. 
56.Cfr P. FELICI , Il significato di un voto, en «Communicationes» 13 
(1981), pp. 444-447. 
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mente el proyecto que le había sido consignado, porque desde ese 
momento en adelante –dijo– «la responsabilidad es toda mía»57. 
Fue voluntad del Romano Pontífice afrontar esta tarea con la 
ayuda de dos sucesivas pequeñas comisiones: una de «expertos» 
y otra de Obispos (mayo a diciembre de 198258). En esta sede, 
además de examinar el proyecto del CIC se valoraron también 
algunas observaciones enviadas al legislador por las Conferencias 
Episcopales59. 
La comisión de expertos resolvió muchas de las cuestiones de 
común acuerdo. Sólo 39 fueron sometidas a la última decisión del 
Santo Padre, quien las examinó, junto con la pequeña comisión 
de Obispos (Casaroli, Ratzinger, Jubany y Fagiolo) y el entonces 
Pro-Presidente de la PCCICR, Castillo Lara, en diciembre de 
1982. Entre estas 39 cuestiones estaba «la confesión de las 
mujeres fuera del confesonario», del c. 964 § 3 del Schema 
novissimum60. 
Relato con detalle este iter final del texto debido a que se pro-
duce una postrera modificación respecto al del Schema 82. No 
sabemos si esta modificación se encuentra entre los cambios 
introducidos con ocasión del examen de las 39 cuestiones 
inicialmente planteadas, o es de las que se introdujeron 
posteriormente, cuando ya el texto del nuevo Código estaba en 
sus segundas pruebas de imprenta61. El caso es que el texto fue 
 
57. Cfr J. HERRANZ, Génesis y elaboración..., cit., pp. 197-198. 
58. Para los datos y composición de las respectivas comisiones, cfr  
J. HERRANZ, Génesis y elaboración..., cit., p. 198. 
59. Estas observaciones responden a la invitación hecha a mediados de 
mayo de 1982 a las Conferencias Episcopales con el fin de que pudieran hacer 
todavía propuestas y sugerencias. 
60. Cfr J. HERRANZ, Génesis y elaboración..., cit., pp. 199-201. De nuevo, 
la cuestión se reduce a la confesión de mujeres, sin mencionar el derecho al 
anonimato. 
61.  «Incluso después, cuando ya el texto del nuevo Código estaba en sus 
segundas pruebas de imprenta se introdujo algún cambio «minoris momenti», 
sin convocar a los otros miembros de la pequeña comisión porque el tiempo 
urgía» (J. HERRANZ, Génesis y elaboración ..., cit., p. 201). 
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modificado en sus §§ 2 y 3. Sin que podamos dar razón de los 
motivos de estos cambios, cabe señalar que la supresión de la 
mención expresa de la confesión de mujeres se encontraba entre 
las propuestas realizadas en el seno de la «Vª Congregatio 
Plenaria», aunque entonces había sido rechazada. 
Las modificaciones finalmente introducidas fueron las siguien-
tes: 
— § 1: se refuerza el mandato de que haya siempre en lugar 
patente confesonarios (ahora en plural, «semper habeantur»); 
añadiendo además la motivación de la necesidad de sedes 
provistas de rejilla: «que puedan ser utilizadas libremente por los 
fieles que así lo deseen». 
— § 2: se suprime la explícita mención de las mujeres62, y la 
precisión de que la sede confesional a la que se refiere es la «pro-
vista de rejilla»; además se sustituye la tan largamente discutida 
formulación de los motivos que pueden permitir la confesión 
fuera de la sede, de modo que donde se decía «ex causa 
infirmitatis aliave rationabili causa» se dice en el texto definitivo 
«iusta de causa». 
 
 
b) El CIC 83 
 
Resulta así el c. 964 actualmente vigente, sobre el cual se rea-
lizará la consulta que dará lugar a la respuesta auténtica de la 
PCITL: 
Can. 964 - § 1. Ad sacramentales confessiones excipiendas locus 
proprius est ecclesia aut oratorium. 
§ 2. Ad sedem confessionalem quod attinet, normae ab Episco-
porum conferentia statuantur, cauto tamen ut semper habeantur in loco 
 
62. «In the final text, the present form of paragraph appears without 
reference to or restriction upon the confessions of women», observa McManus, 
sin que pueda dar razón de los motivos que conducen a esta decisión final  
(J.A. CORIDEN-T.J. GREEN-D.E. HEINTSCHEL, The Code of Canon Law..., cit., 
p. 681). 
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patenti sedes confessionales crate fixa inter paenitentem et 
confessarium instructae, quibus libere uti possint fideles, qui id 
desiderent. 
§ 3. Confessiones extra sedem confessionalem ne excipiantur, nisi 
iusta de causa. 
A la vista de las postreras modificaciones introducidas, cabe 
hacer las siguientes observaciones: 
a) Al suprimirse la prescripción de la confesión de mujeres en 
la sede tradicional resulta privilegiada la norma general de la 
administración del sacramento de la confesión en su sede propia, 
el confesonario. Debe entenderse por sede propia tanto la sede 
tradicional como la posible sede alternativa según lo dispuesto 
por las Conferencias Episcopales. 
b) Al establecer que siempre debe estar a disposición del 
penitente (varón o mujer) el confesonario provisto de rejilla, se 
hace indicación expresa de su razón de ser: el derecho del 
penitente a optar libremente por esta sede. Esta expresa mención 
de la finalidad –no frecuente en un sobrio texto legislativo– no 
deja de tener su significación, fácilmente comprensible a la luz de 
todas las circunstancias ya señaladas. 
c) El canon, sin embargo, no vincula necesariamente el ejer-
cicio de dicha libertad del penitente con el deseo de permanecer 
en el anonimato: evidentemente debe considerarse incluida esta 
motivación, pero al no ser formulada expresamente no cabe 
entenderla como razón exclusiva del ejercicio de ese derecho de 
libertad. Más bien deberá relacionarse esta libertad con el 
concepto más genérico de «absoluta reserva» de la conversación 
entre ministro y penitente, tal como era expresada por Pablo VI 
en la intervención de 1974. Entiendo que «absoluta reserva» no 
se refiere sólo al anonimato, sino en general a la intimidad, que 
siendo concepto más general –por lo demás mencionado varias 
veces durante el proceso de formación del texto legal–, acoge 
otras circunstancias que también deben ser ponderadas por el 
ministro y el penitente a la hora de optar por el tipo de sede 
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confesional. La redacción del § 2 da cabida, por tanto, a otras 
motivaciones además del deseo de permanecer en el anonimato. 
d) Se protege el derecho del penitente a que exista una sede 
confesional provista de rejilla. La posibilidad, en cambio, de que 
haya otra sede alternativa se deja a las Conferencias Episcopales. 
Lo cual quiere decir –si nos atenemos con rigor a los términos del 
canon– que de la rotunda afirmación del derecho del penitente a 
confesarse en confesonario con rejilla no puede inferirse un igual 
derecho a confesarse en la sede alternativa. Este segundo «de-
recho» no es afirmado, y no puede por consiguiente ser invocado 
ante el ministro del mismo modo que el primero. 
e) Al formularse en plural la prescripción de existencia de 
sedes confesionales con rejilla, se acentúa aún más (por el con-
traste con el texto del Schema previo, que lo hacía en singular) la 
voluntad de garantizar que dicho derecho resulte eficazmente pro-
tegido. 
f) La redacción definitiva del canon se corresponde con el 
recto modo de proceder cuando se trata de la consideración legal 
de los derechos: no basta una mera proclamación; sino que deben 
establecerse –con la misma firmeza con que se proclaman– los 
medios para que puedan ser eficazmente ejercidos. Tienen que 
existir esas sedes «para que puedan ser utilizadas libremente...»; 
y eso –su existencia– es lo que la norma ajustadamente prescribe. 
g) En relación con todo el proceso de formación del texto, 
cabe destacar también la claridad con la que resultan 
diferenciados el lugar y la sede. 
h) Si bien puede decirse que el contenido del canon en su § 2, 
y especialmente la expresa redacción de la motivación («quibus 
libere uti possint»), tiene como referencia al penitente, el 
conjunto del canon, atendiendo especialmente al § 3, no excluye 
la valoración de otras consideraciones. Efectivamente se une la 
prescripción del confesonario con rejilla a la protección de la 
libertad del penitente. Lo cual quiere decir que, en rigor, la 
libertad del penitente viene automáticamente protegida por la 
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existencia –y atención, naturalmente– de confesonarios con 
rejilla; pero esta «libertad para» no exige la existencia de otra 
sede alternativa y/o su atención puntual. Es decir, la obligación 
de respetar la libertad del penitente vincula al sacerdote a atender 
el confesonario con rejilla: con ello, ya está garantizado el 
derecho del penitente, que es derecho a confesarse en una sede 
confesional provista de rejilla, no derecho a elegir entre la sede 
tradicional y otra sede alternativa. Pues bien, en la medida en que 
el derecho del penitente puede ser legítimamente ejercido sin 
necesidad de expresar el motivo, también otros motivos que no 
sean el anonimato63 pueden ser sentidos o compartidos por el 
ministro del sacramento, que no está obligado a atender el 
confesonario alternativo. Entiendo, en consecuencia, que no ha-
biendo ninguna precisión del canon que impida sostener esta afir-
mación, es razonable pensar que, antes aún de la respuesta autén-
tica, el ministro que con causa justa64 decida oír la confesión en 
el confesonario con rejilla no atenta contra ningún derecho del 
penitente, pues el único derecho expresamente protegido por la 
norma es justamente el de poder confesarse en la sede 
tradicional65. 
 
63 . Obviamente el ministro no puede imponer su anonimato sin atentar 
contra el derecho del fiel a elegir libremente el confesor, como se desprende de 
los cc. 240, 630 § 1, 719 § 3 y 991, y del derecho fundamental de todo fiel 
expresado en el c. 214. 
64. Aunque pudiera parecer ocioso mencionarlo, nunca esa causa puede 
residir en una mera cuestión de gusto: en este sentido, advertía el Romano 
Pontífice que «no se debe imponer al penitente el propio gusto, sino que es 
preciso respetar su sensibilidad en lo concerniente a la elección de la 
modalidad de la Confesión, es decir, cara a cara o a través de la rejilla del 
confesonario» (Alocución a la Penitenciaría Apostólica de 27.III.1993: tomado 
de Juan Pablo II a los confesores, folleto MC nº 572, p. 48). 
65. Abundando en la claridad con que el c. 964 formula el derecho del 
penitente a poder utilizar libremente el confesonario provisto de rejilla –y el 
deber simétrico de los pastores de hacerlo posible–, se deben tener en cuenta, 
además, otros lugares del CIC por los que este derecho viene justificado y 
fortalecido. Entre otros posibles, quiero mencionar los cc. 979 y 986. El 
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IV. DOCUMENTOS POSTERIORES AL CIC 
 
Con posterioridad a la promulgación del CIC, se han venido 
produciendo algunas intervenciones de diverso rango, que 
también deben ser tenidas en cuenta a la hora de valorar el 
sentido e intención de las normas de la Iglesia respecto a la sede 
de la confesión. Bastará para el propósito de este estudio una 
concisa referencia. 
a) El Catecismo de la Iglesia católica. No es su cometido, 
obviamente, entrar en cuestiones disciplinares, tales como la de la  
sede de la confesión. Hay sin embargo una consideración acerca 
del ministro del sacramento de la penitencia que debe ser 
valorada como criterio hermenéutico de esta disciplina: 
«Confessarius –afirma en su n. 1466– dominus non est, sed 
 
primero de ellos recomienda al ministro que obre con «prudencia y discreción» 
en el interrogatorio al penitente. Aunque a primera vista pueda parecer una 
norma totalmente ajena a la cuestión de la sede confesional, entiendo que debe 
valorarse como criterio inspirador del exquisito respeto que debe tener el 
ministro del sacramento ante el penitente, y consiguientemente ante su posible 
decisión de confesarse permaneciendo en el anonimato. No siempre se valora 
suficientemente, en este sentido, que «atendiendo a su condición y edad», una 
situación que forzase al penitente a confesarse fuera del confesonario –o a 
tener que solicitar ser oído en confesonario con rejilla– podría hacer inútil la 
prudencia que el canon encarece de no obligarle a revelar más de lo que es 
estrictamente necesario para que quede salvada la integridad de la confesión. 
El penitente, en efecto, puede ser obligado a decir «más de lo estrictamente 
necesario» no sólo de modo directo por un interrogatorio imprudente, sino 
también si el confesor identifica al penitente (en el confesonario sin rejilla, o 
por la forzada petición previa) y conoce su relación con terceras personas 
implicadas en la materia de la confesión. 
Por su parte, el c. 986 § 1 debe también entenderse en relación con la 
materia que estamos comentando: el mandato de facilitar la confesión no sería 
cabalmente secundado por el ministro que no concretase ese cumplimiento en 
una atención de la sede confesional tradicional razonablemente adecuada a las 
necesidades de los fieles cuya atención tiene encomendada, y en días y horas 
señalados. La mera disponibilidad (servicio-a-petición), por generosa que sea, 
podría significar por razones obvias un atentado al derecho del fiel. 
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minister veniae Dei», el confesor no es dueño sino ministro del 
perdón de Dios. 
Para cumplir con justeza las normas disciplinares, el confesor 
debe tener en cuenta dos dimensiones del carácter ministerial (de 
servicio) de su tarea pastoral: el bien común de la Iglesia (en con-
creto, la dignidad del sacramento), y el bien del penitente. 
En este contexto debe entenderse, por ejemplo, la reiterada pe-
tición por parte de la autoridad eclesiástica de que en todos los 
templos haya un horario de atención del confesonario. El sentido 
ministerial –de servicio– exige ofrecimiento expreso; no se satis-
face con una mera prestación-a-petición. Lo que está en juego –
como ya se ha señalado– es la protección de la libertad del 
penitente. 
b) Un documento posterior, el Directorio para el ministerio y 
la vida de los presbíteros66, deja traslucir otra de las dimensiones 
que deben estar presentes en la administración del sacramento de 
la penitencia. En su n. 52 dice: «En cada caso, el presbítero sabrá 
mantener la celebración de la Reconciliación a nivel sacramental, 
superando el peligro de reducirla a una actividad puramente 
psicológica o de simple formalidad.  
»Entre otras cosas, esto se manifestará en el cumplimiento fiel 
de la disciplina vigente acerca del lugar y la sede para las confe-
siones»67. 
La relación que establece el documento entre la disciplina 
acerca de la sede de la confesión y el nivel sacramental, sugiere 
una advertencia sobre el riesgo de que el modo de administrar el 
sacramento pueda conducir a una valoración de relación 
meramente interpersonal entre ministro y penitente. Tanto el 
lugar como la sede son contextos litúrgicos en principio 
necesarios –norma general– para salvaguardar y poner de 
manifiesto la naturaleza de este importante momento pastoral. 
 
66. CONGREGACIÓN PARA EL CLERO, Directorio para el ministerio y la 
vida de los Presbíteros, de 1992. 
67. En nota el documento remite precisamente al c. 964. 
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Esta razón debe tenerse presente también como elemento de peso 
a la hora de valorar –tanto por parte del penitente como del 
confesor– la opción del confesonario con rejilla. Lo cual quiere 
decir que el propio ministro, y no sólo el penitente, puede en un 
momento dado estimar procedente, o incluso necesario, subrayar 
el carácter sacramental y alejar el peligro que el documento 
advierte mediante la opción por la sede tradicional. 
c) Merece también una mención el Vademecum para los 
confesores sobre algunos temas de moral conyugal68 de 12.II. 
1997. Se dan allí una serie de orientaciones dirigidas al confesor 
acerca del modo de tratar a los penitentes, de proceder en las 
cuestiones que se suscitan, etc. (vide en especial el cap. 3), que 
situadas fuera del contexto del lugar y la sede de la  confesión, 
podrían llevar al reduccionismo de que hablaba el Directorio, u 
ocasionar situaciones de violencia contra el sentido del pudor –
que sólo la rudeza de espíritu podría considerar irrelevantes– ante 
las que el ministro no debería hacer ni hacerse concesiones.  
d) Por lo que concierne a España, es obligada la referencia a 
la Conferencia Episcopal, que en su IIº Decreto General69, 
cumple el mandato del § 2 en los términos siguientes: 
Art. 7. De acuerdo con lo establecido en el c. 964 § 2, en las 
iglesias y oratorios existirá siempre en lugar patente el confesonario 
tradicional, que puedan utilizar libremente los fieles que así lo deseen. 
Existirá, además, en la medida en que, por razones de espacio, 
pueda hacerse así, la sede alternativa prevista en el canon, para cuantos 
fieles expresamente la pidan y que ha de estar reservada en exclusiva 
para este ministerio. En cuanto a su forma concreta, se tendrán en 
cuenta las condiciones de cada lugar y las directrices diocesanas sobre 
arte sacro y liturgia, garantizando, en todo caso, tanto la facilidad y la 
reserva del diálogo entre el penitente y el confesor como el carácter 
religioso y sacramental del acto. 
 
68. PONTIFICIO CONSEJO PARA LA FAMILIA, Vademecum para los 
confesores sobre algunos temas de moral conyugal , de 1997. 
69. Cfr BOCEE 6, 1985, p. 62 
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Cabe hacer dos subrayados a esta norma, en relación con la 
praxis de la Iglesia y la normativa precedente. En primer lugar, 
merece destacarse la precisión con que este precepto de la Confe-
rencia Episcopal responde a los requerimientos tanto del Ordo 
Paenitentiae como del CIC70, al recordar el carácter obligatorio 
de la sede confesional tradicional, y la posibilidad de la sede 
alternativa para los casos en que expresamente sea pedida; 
resulta, como en el CIC, suficientemente diferenciada la distinta 
intensidad de la prescripción de la sede tradicional en relación 
con la alternativa. 
Debe también advertirse que la mención de «petición expresa» 
para la confesión se considera para el caso de la sede alternativa; 
en cambio para la sede tradicional se habla de los fieles que 
«libremente así lo deseen». No está de más volver a insistir en 
que esta diferencia demanda una actitud pastoral –jurídicamente 
debida, y acaso moralmente en términos de obligación grave– en 
la que el deseo de confesión en el «confesonario tradicional» no 
exija esa petición expresa, pues si la exigiese ya no existiría la 
libertad que se quiere proteger. El cumplimiento meramente 
material de lo indicado en el párrafo primero no respondería a la 
evidente ratio de la norma si no fuese entendido en el sentido de 
la necesidad de que esa sede esté convenientemente atendida en 
días y horas determinadas que resulten asequibles a los fieles (cfr 
c. 986 § 1). 
 
V. LECTURAS DOCTRINALES DE LA LEGISLACIÓN SOBRE LA 
MATERIA 
 
Antes de pasar ya al estudio del contenido de la respuesta 
auténtica que este artículo viene tratando de contextualizar, puede 
 
70. Acaso únicamente pudiera reprochársele, a la luz de la historia de la 
formación del texto del canon del que trae su causa, que no transmita en su 
literalidad el matiz introducido en la última redacción: el plural para referirse 
preceptivamente a la existencia de confesonarios provistos de rejilla. 
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resultar de interés ofrecer todavía un resumen de las 
interpretaciones que han venido haciéndose en distintas obras de 
comentario al Código vigente en relación con el c. 964, y 
particularmente en lo relativo a la sede confesional. 
a) En el primer comentario aparecido a raíz de la 
promulgación del CIC, Rincón-Pérez pone de relieve que, en 
relación con la sede, la novedad más importante respecto al CIC 
17 reside en la facultad normativa que el canon confiere a las 
Conferencias Episcopales, y advierte que esa facultad «está 
vinculada al precepto común según el cual debe haber, en un 
lugar patente, un confesonario provisto de rejilla fija»71. 
Este mismo autor sintetizaba en un escrito posterior las fun-
ciones de este tipo de confesonarios cuya existencia prescribe el 
canon: «a) se salvaguarda la necesaria discreción y reserva; b) se 
garantiza el derecho de todos los fieles a confesar sus pecados sin 
necesidad de revelar su identidad personal; c) se facilita la com-
prensión del carácter sacramental; d) se protege el derecho de 
cada fiel (confesor y penitente) a defender su integridad y su 
honra de cualquier peligro o sospecha»72. 
Merece ser destacada la referencia que hace este autor –
adelantándose al tenor de la respuesta auténtica, y dando a la vez 
pistas para su comprensión– al derecho que asiste también al 
confesor respecto a la sede confesional provista de rejilla. 
b) Manzanares comenta –destacando acertadamente la 
diferencia entre lugar y sede– que dentro del lugar prescrito, y no 
como lugar alternativo, se presentan dos soluciones respecto a la 
sede: la sede tradicional y el «locutorio». Señala que el locutorio 
 
71. T. RINCÓN-PÉREZ, comentario al c. 964, en Código de Derecho Canó-
nico. Edición bilingüe y anotada , 5ª ed., Pamplona 1992. 
72. T. RINCÓN-PÉREZ, Disciplina canónica del Culto Divino, en VV. AA., 
Manual de Derecho Canónico, 2ª ed., Pamplona 1991, p. 528; cfr también ID., 
La liturgia y los sacramentos en el derecho de la Iglesia, Pamplona 1998, p. 
224. 
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resulta «más fácil al diálogo y a la relación interpersonal»73; pero 
advirtiendo que «el confesonario tradicional, como posibilidad 
siempre al alcance de los fieles, es preceptivo», mientras que «la 
otra opción depende de la Conferencia Episcopal». Manzanares 
estima que con esta normativa «desaparece toda discriminación 
entre hombre y mujer»74. 
c) McManus indica las siguientes razones para la necesidad 
del confesonario con rejilla: «proteger el anonimato del penitente 
que así lo desee, a la vez que asegurarse de que no recaiga 
sospecha sobre el ministro o el penitente a causa de la 
«privacidad» que por lo demás debe ser deseada»75. Y destaca 
que basta una causa justa –en los schemata previos se exigía 
verdadera necesidad– para la confesión fuera del confesonario 
tradicional. Causa justa –anota este autor– que puede reducirse a 
que el penitente manifieste su preferencia por hacerlo en una u 
otra sede. 
 
73. No comparto esta calificación, favorable a la solución del locutorio, 
aunque evidentemente la brevedad del comentario no da lugar a su autor a 
detenerse en mayores precisiones. Entiendo que la cuestión de la facilidad para 
el diálogo –recuérdese que se trata de un diálogo en el marco de una confesión 
sacramental–, no es una cuestión que objetivamente dependa de la presencia o 
ausencia de rejilla, sino de que las condiciones en las que se lleve a cabo re-
sulten las más favorables subjetivamente a que penitente y ministro puedan 
hablar con mayor facilidad. En este sentido, en unos casos resultará una 
diálogo más fácil mediante la utilización del locutorio –razón por la cual se 
recomienda que exista–, y en otros dicha facilidad vendrá dada por el 
anonimato, o simplemente por la comunicación a través de la rejilla: es, 
evidentemente, una cuestión psicológica, y como tal de difícil objetivación. 
74. J. MANZANARES, comentario al c. 964, en Código de Derecho Ca-
nónico. Edición bilingüe y comentada, 11ª ed., Salamanca 1992. 
75. «The purpose of the norm [del confesonario con rejilla] is to afford the 
penitent anonymity if he or she desires and to make certain that there is no 
suspicion of confessor or penitent because of a privacy which might otherwise 
be desired» (J.A. CORIDEN-T.J. GREEN-D.E. HEINTSCHEL, The Code of Canon 
Law…, cit., p. 681). He optado por utilizar el anglicismo «privacidad» por no 
resultar fácil expresar con una sola palabra en castellano idéntica significación. 
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También este autor deja abierta la posibilidad –e insinúa las 
razones– de un eventual legítimo interés del ministro en que la 
confesión se lleve a cabo en la sede tradicional. 
d) Martín de Agar hace un estudio más amplio que el 
obligadamente breve comentario a pie de canon. Destaco los 
siguientes subrayados respecto a la normativa codicial76: 
— Lugar patente: «obedece a razones de prudencia y de faci-
lidad para los fieles de acercarse a confesarse de modo que no se 
les haga más gravosa la confesión; pero junto al deber de que los 
confesonarios sean patentes, está también la necesidad de garan-
tizar el secreto de la confesión, de tal modo que la situación de la 
sede en la iglesia u oratorio no la comprometa». 
— El plural utilizado en el texto legal «exige que los confeso-
narios sean varios, que no se reduzcan a uno, al menos en los 
lugares donde hay cierto concurso de pueblo. Esta demanda res-
ponde simultáneamente a varios motivos: facilitar a los fieles la 
rápida recepción del sacramento, respetar su derecho de elegir 
confesor cuando haya varios y permitir la celebración del «rito 
para la reconciliación de muchos penitentes con confesión y 
absolución individual» que prevé el nuevo Ordo Paenitentiae». 
— El nuevo CIC, al referirse a la necesidad, situación y carac-
terísticas del confesonario, no lo hace en relación a las 
confesiones de mujeres sino en general, «queriendo subrayar la 
función importante que siempre ha tenido [el confesonario] en la 
pastoral de la Penitencia, por cuanto facilita a todos los fieles un 
lugar adecuado para su encuentro con Cristo que perdona, 
salvando al mismo tiempo su derecho a no ser reconocidos por el 
confesor, ante el cual, lo mismo que ante los demás fieles, no 
están obligados a difamarse». 
— La reserva de identidad frente al confesor «d ifícilmente 
puede garantizarse por otro medio [que no sea el confesonario 
 
76. J.T. MARTÍN DE AGAR, El canon 964 del CIC: sobre el uso del 
confesonario, en VV.AA., Reconciliación y Penitencia  (Actas del V Simposio 
Internacional de Teología), Pamplona 1984, pp. 1011-1024 
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tradicional], pues si el sigilo sacramental la garantiza respecto a 
terceros, sólo el confesonario con rejilla adecuada, puede hacer 
de «diafragma protector» […] de modo que el penitente no se vea 
obligado a identificarse ante el confesor si no lo desea». 
— El § 2 confiere a las Conferencias Episcopales una 
delicada misión al facultarle para que «se hagan las 
modificaciones en la forma y disposición del confesonario, que 
sean convenientes para la mejor recepción del sacramento de la 
Penitencia, que es principalmente juicio, pero que es también 
diálogo pastoral, conversación entre médico y enfermo, entre 
maestro y discípulo. Por eso todas las mejoras, de comodidad, 
auditivas, higiénicas, etc., que contribuyan a facilitar el desarrollo 
de la celebración penitencial serán muy convenientes». El Código 
«sólo establece las condiciones esenciales que deben tenerse en 
cuenta (…), que responden precisamente a razones jurídicas, 
pastorales y de prudencia concretas, que deben siempre respetar: 
el derecho al anonimato, el derecho a elegir confesor, el cuidado 
de no hacer más pesado el ya de por sí oneroso deber de confesar 
las propias culpas, la prudencia necesaria en la confesión de 
mujeres». 
— En relación con el § 2 [derecho de los fieles a usar, sin 
traba, siempre que lo deseen, el confesonario con rejilla], subraya 
Martín de Agar la correspondiente obligación de la autoridad de 
disponer las cosas de modo que este derecho quede debidamente 
protegido. En cambio –añade, adelantándose también este autor a 
la respuesta auténtica de 1998–, el § 3 no mira a la función pro-
tectora de la intimidad, sino a la otra misión que ha venido cum-
pliendo también el confesonario con rejilla: la de proporcionar 
una sede digna del sacramento y, al mismo tiempo evitar los 
peligros, escándalos y sospechas que lleva consigo la fragilidad 
humana, es decir, un motivo de prudencia. Está aquí presente –
dice– «el derecho de la Iglesia a defender la dignidad de los 
sacramentos y de cada fiel (confesor o penitente) de defender su 
integridad y su honra de todo peligro o sospecha». 
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— Que no se mencione expresamente la confesión de mujeres 
significa que el CIC 83 ha querido poner de relieve la función 
protectora de la intimidad que siempre ha cumplido el 
confesonario, sin omitir desde luego las razones de prudencia, 
poniendo así más de relieve la relevancia de un derecho (el de los 
fieles a la intimidad) que una medida de prudencia moral (que no 
tiene por qué entenderse ausente, aunque evidentemente podría 
también encontrar otros modos de resolverse, pero sin afectar a la 
garantía de aquel derecho). La especial prudencia que, no 
obstante, debe tomarse en este supuesto debe ser entendida en 
relación –especialmente desde la parte del ministro– con el c. 277 
que impone de modo general a los clérigos el deber de 
«comportarse con la debida prudencia con aquellas personas cuyo 
trato puede poner en peligro su obligación de guardar la 
continencia o ser causa de escándalo para los fieles» (§ 2), 
sanción jurídica de una norma moral que por obvios motivos 
tiene aplicación en el caso que nos ocupa. Además el c. 840 exige 
de todos los fieles la máxima veneración hacia los sacramentos 
en su celebración. 
e) K. Lüdicke77 comenta, a propósito de la posible alternativa 
a la sede tradicional, que la confesión en la sede tradicional ya no 
es una obligación para el penitente aunque –añade– acaso sí un 
derecho. Establece como criterio de causa justa para la confesión 
fuera de la sede propia la vo luntad del penitente; especificando 
que la ausencia de sede confesional no haría ilícita la 
administración del sacramento78.  
 
 
 
 
77. K. LÜDICKE, comentario al c. 964 , en ID. (Coord.), Münsterischer 
Kommentar zum Codex Iuris Canonici, abril 1986. 
78. Cabría anotar que la ilicitud de la administración del sacramento sería 
en este punto irrelevante. La cuestión de la licitud debe ser valorada en 
relación con la conducta exigible al ministro. 
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VI. ANOTACIONES AL ITER REDACCIONAL 
 
La exégesis del canon realizada por la doctrina así como las 
argumentaciones utilizadas durante el proceso redaccional, sugie-
ren algunas reflexiones generales79. Me detendré en cinco puntos, 
por su especial incidencia en la cuestión de la sede confesional: la 
libertad, la discriminación, la debilidad humana, la vergüenza y la 
rúbrica de la imposición de manos.  
 
 
a) La invocación de la libertad 
 
El argumento de la libertad merece ocupar el primer lugar. En 
la medida en que estuviese en entredicho la libertad del fiel 
cristiano en relación con la confesión sacramental, sólo lo que la 
favoreciese podría ser objeto de determinación normativa; las 
limitaciones que a ella pudieran hacerse, deberían estar muy 
seriamente motivadas en razones de bien común; razones que a la 
postre significarían a su vez la protección de libertades de rango 
mayor. 
Aunque finalmente no ha recogido el texto del canon la 
especial consideración de la confesión de mujeres, ha sido éste 
uno de los momentos en los que con más fuerza se ha apelado a 
la libertad: «hoy las mujeres –se ha dicho– especialmente las 
jóvenes, aspiran a una mayor libertad, ¡la libertad de las hijas de 
Dios!».  
Entiendo que este tipo de argumentación está un tanto desen-
focado. Lo primero que debe considerarse es que la confesión es 
un sacramento por el que Dios, por ministerio del sacerdote, 
 
79. Omitimos en este apartado la cita concreta y la indicación de autor. 
Los textos ya han sido debidamente citados en los apartados anteriores, y 
algunos de los argumentos se han convertido en lugares comunes en el debate 
y/o en la praxis sobre la cuestión. 
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otorga el don de su misericordia, el perdón de los pecados. La 
Iglesia es depositaria y administradora de ese don en beneficio de 
todos, varones y mujeres; y, por tanto, desde el punto de vista 
disciplinar, tiene el deber de disponer las cosas de modo que 
siempre esté el don al alcance del destinatario, respecto del cual 
el sacramento desde el punto de vista jurídico es un derecho. 
Pero todo ello sin perder de vista la naturaleza del don: la 
accesibilidad no puede menoscabar la grandeza y la dignidad del 
don mismo. Éste es el contexto en el que deben entenderse las 
cautelas que la Iglesia considere oportuno adoptar en un 
momento dado para proteger la dignidad del don80. Dichas 
cautelas no pueden alterar el carácter de debido que el don tiene 
en la medida y en los términos en que cabe ser conceptualizado 
como derecho (es decir, no se puede restringir la disponibilidad 
del don). Pero tampoco pueden atenuarse para hacerlo más 
accesible, hasta el punto de que menoscaben la dignidad del 
sacramento con riesgo de inducir a la percepción de que se trata 
de una «actividad meramente psicológica o de simple 
formalidad»81, o incluso con riesgo de dar pábulo a 
 
80. La confesión, como cada uno de los sacramentos, integran el conjunto 
de bienes supremos a los que la Iglesia otorga una especial protección. La 
communio sacramentorum, junto con la communio fidei y la communio disci-
plinae constituyen el triple vínculo de unión al Cuerpo Místico de Cristo, que 
es la Iglesia (cfr c. 205). La Iglesia, por tanto, cuida y administra los sacra-
mentos con la conciencia de estar ella misma implicada en ellos. En el marco 
de una alocución a la Penitenciaría Apostólica que tenía como tema precisa-
mente el sacramento de la confesión, Juan Pablo II citaba y hacía suyas estas 
palabras: «Los supremos bienes de la Iglesia deben estar y están en el corazón 
de la misma Iglesia de tal modo que no sólo transmite sin cesar la enseñanza 
sobre ellos y ejerce continuamente su pastoral solicitud en torno a ellos, sino 
que también les otorga una tutela jurídica, porque en aquellos bienes reside y, 
despreciados e injuriados ellos, sufre la comunión eclesiástica» (Alocución a la 
Penitenciaría Apostólica de 31.III.1991, traduc. castellana de «L'Osservatore 
Romano», edición en español, 15.IV.1990. Tomado de Juan Pablo II a los 
confesores, «Folletos MC», nº 572, p. 33). 
81. Directorio para el ministerio…, cit., n. 52. 
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desvalorizaciones del ministerio de la reconciliación, 
especialmente indefenso –de no extremar las garantías– frente a 
posibles atentados a su grandeza y dignidad. 
La libertad del fiel debe ser protegida con todo rigor en orden 
a que en toda circunstancia82 pueda ser debidamente atendido su 
deseo –y su necesidad– de reconciliación. Esto es la sustancia, en 
lo que atañe a la confesión. Pero respecto al modo de ofrecer el 
sacramento, la Iglesia –sin alterar mínimamente la sustancia, la 
índole de don-debido– puede y debe poner en juego todo el celo y 
prudencia de quien custodia y administra tesoros que le tras-
cienden. 
El campo de la libertad del penitente está en el hecho de poder 
confesarse o no (otra cosa será su deber de conciencia), y poder 
hacerlo de modo que su intimidad no sea violentada. Lo que debe 
protegerse, por consiguiente, es que pueda hacerlo sin perjuicio 
de su intimidad (el anonimato, pero no sólo), porque eso es justa-
mente lo que podría intimidarle y retraerle del sacramento, y por 
tanto afectar a su libertad. El hecho de poder confesarse en un 
confesonario provisto de rejilla o en otra sede no es ya –en 
circunstancias ordinarias– cuestión de libertad, sino de gustos. Y 
sobre los gustos pueden y deben prevalecer obviamente las 
cautelas que la Iglesia estime oportunas. 
Es éste el orden de consideraciones en el que debe situarse el 
hecho de que la disciplina canónica haya venido disponiendo 
unas especiales restricciones para la confesión de mujeres fuera 
de la sede tradicional. En este contexto, que durante los debates 
previos a la vigente codificación se haya discutido –con el 
resultado final de su desaparición– acerca de la oportunidad de 
esas medidas significa justamente eso: la adopción o no de unas 
medidas de cautela  que deben ser ponderadas en la circunstancia 
socio-cultural en la que la ley va a entrar en vigor. No es cuestión 
 
82. Damos por supuesto, obviamente, que se dan los requisitos de rite dis-
positus, de petición razonable del sacramento, etc. Lo que se está considerando 
es el modo de dispensar el sacramento, no el modo en que debe ser pretendido. 
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de libertad, sino de oportunidad y prudencia. Por ello entiendo 
que la nueva disciplina no es consecuencia de una reflexión sobre 
la libertad, sino ejercicio de prudencia legislativa. Confirma este 
aserto el hecho de que el canon tal como definitivamente ha 
quedado redactado menciona la libertad justamente para referirse 
a la necesidad de que existan siempre confesonarios con rejilla, y 
no para justificar la existencia de otras modalidades alternativas 
en virtud de la concesión de facultades normativas a las 
Conferencias Episcopales.  
Pero cabe todavía ahondar más en el asunto. El canon otorga, 
en efecto, a las Conferencias Episcopales facultades normativas 
respecto a la sede. Como resultado, las Conferencias Episcopales 
legítimamente han establecido la posibilidad de las sedes 
confesionales sin rejilla. A partir de ahí, se ha entendido que el 
fiel elegirá acudir a una sede o a otra, y en principio así es; pero 
no sólo. 
Parece fuera de toda duda que el interés principal está en que 
en todo caso quede salvaguardada la dignidad del sacramento, y 
este valor es el que debe guiar cualquier otra consideración. Los 
protagonistas directos de la acción sacramental son dos, y a los 
dos concierne velar y respetar esa dignidad, mediante un 
sometimiento cabal a la disciplina de la Iglesia y a través de su 
actuación personal. Tiene que darse siempre la posibilidad –que 
grava como obligación sobre el ministro– de que el penitente 
pueda confesarse en una sede provista de rejilla; opción que 
puede estar motivada por su deseo de permanecer en el 
anonimato, pero también por cualquier otra, puesto que no es el 
anonimato, sino en general la libertad de poder hacerlo así, lo que 
establece la norma canónica. El penitente deberá optar, por 
consiguiente, por la forma que mayormente favorezca la 
provechosa recepción del sacramento, y con ello está defendiendo 
la grandeza y dignidad de la confesión. 
Pero la protección de la dignidad concierne también al 
confesor, y si cabe con mayor intensidad todavía, por su directa 
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responsabilidad como ministro que es de la Iglesia83. Lo pusieron 
de relieve ya algunos comentaristas de la nueva codificación, 
como se ha señalado. El sacerdote tiene el deber de facilitar la 
opción del confesonario provisto de rejilla, y también puede 
ofrecer la posibilidad de la sede alternativa. Desde luego no 
puede imponer la sede tradicional con ánimo de permanecer él en 
el anonimato. Pero, sin ocultar su identidad, puede estimar que se 
dan determinadas circunstancias que aconsejan la confesión en el 
confesonario provisto de rejilla. En efecto, la «privacidad» en la 
que se realiza el sacramento puede ser ocasión de enojosas 
sospechas contrarias a la dignidad del sacramento. Y el sacerdote 
tiene el deber de «periculum avertendum, scandalum vitandum, 
quaevis suspicio eliminanda», como sabiamente formulaba 
 
83. Cfr la Alocución de Juan Pablo II a la Penitenciaría Apostólica de 
20.III.1989 (en «L'Osservatore Romano», edición española, de 16.IV.1989), 
toda ella dedicada a resaltar la importancia y dignidad del ministerio de la 
Penitencia y de la Reconciliación. Me limito a transcribir estas afirmaciones 
allí contenidas: «Como es bien sabido, la reflexión teológica ha dejado bien 
claro que el ministro del sacramento de la Penitencia actúa in persona Christi. 
Ello le confiere una singular dignidad (que es también un compromiso moral y 
debe constituir una viva urgencia de su espíritu) (...). Más aún, yo diría que el 
sacerdote, al perdonar los pecados, va en cierto modo más allá del mero 
sublime oficio de legado de Cristo, pues casi llega a identificarse místicamente 
con Cristo (...). Nosotros, los sacerdotes, al impartir a los fieles la gracia y el 
perdón en el sacramento de la Penitencia, realizamos la acción más alta de 
nuestro sacerdocio, después de la celebración de la Eucaristía, y podríamos 
decir que en la penitencia realizamos el fin mismo de la encarnación: Ipse 
enim salvum faciet populum suum a peccatis eorum («porque Él salvará a su 
pueblo de sus pecados», Mt 1,21). 
»Al considerar esta excelencia divina del sacramento de la Penitencia, la 
cual podríamos decir que reverbera sobre el ministro en cierto modo el fulgor 
de la divinidad participada –me vienen a la mente las palabras inspiradas del 
Salmo 82 (81), 6, que cita el mismo Jesús: Ego dixi ´dii estis´ («Yo dije dioses 
sois», Ioh 10,34)–, se comprende bien que la Iglesia haya rodeado el ejercicio 
del ministerio de la Penitencia y de la Reconciliación de cautelas especiales y 
de la máxima reserva» (tomado de Juan Pablo II  a los confesores, «Folletos 
MC»  
n. 572, pp. 25-28). 
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Cappello, con la precisión que tantas veces permite la concisa 
expresión latina84. 
En suma, tanto penitente como ministro, ante el riesgo de ge-
nerar sospecha de intimidad ajena o extraña a la realidad y 
contexto sacramental, tienen la facultad de elegir la confesión en 
confesonario provisto de rejilla. Y esto deben hacerlo en 
cumplimiento de su responsabilidad en la protección de la 
dignidad (verdad) del sacramento85. 
 
 
b) La discriminación por razón del sexo 
 
Otro de los argumentos utilizados para la determinación de la 
disciplina de la sede del confesonario fue la posible 
discriminación de la mujer, y en consecuencia –se deduce– el 
 
84. F.M. CAPPELLO, De Sacramentis, II, p. 655. El comentario de 
Cappello se refería a la justificación de la distinción varón-mujer: «Ratio 
discriminis est…». Entiendo, no obstante, que la relación de motivos de 
cautela es válida también si se generaliza a todo penitente, aunque sólo sea por 
la indiscutible razón de que lo más incluye lo menos, y no deben excluirse 
razones de peligro, de escándalo o de sospecha cuando se trata de un penitente 
varón. 
85. No está de más, en todo caso, insinuar –retomando el «argumento» de 
la libertad– las indeseables consecuencias que la invocación de una percepción 
subjetiva de ausencia de libertad como criterio para el establecimiento de una 
disciplina concreta –no ya en el caso de mujeres, sino de cualquier fiel–, 
podría acarrear para los más variados ámbitos de regulación canónica (normas 
litúrgicas en general, normas de procedimiento en la substanciación de 
relaciones de conflicto, formalización positiva de leyes de derecho divino, 
requisitos exigibles para la prestación de determinados servicios en la Iglesia, 
etc.). Rotundamente, no puede actuarse en instancias de gobierno, donde el 
imperativo es el bien común, con «sensaciones» de libertad, sino con el 
concepto riguroso de qué es verdaderamente la libertad, su fundamento y sus 
ámbitos, y permitir luego, cuando proceda, el juego de la excepción, como tan 
sabiamente ha sabido siempre defender la Iglesia, y tan provechosamente ha 
ido encauzando el derecho canónico. Pero siempre de tal forma que el criterio 
que conduzca la interpretación ajustada de la ley en un caso concreto, no se 
convierta en criterio de constitución de la ley misma. 
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trato desigual respecto al varón en el caso de imponerle mayores 
restricciones para recibir el sacramento fuera del confesonario 
provisto de rejilla. Aunque la diferenciación ha desaparecido de 
la legislación vigente, no me parece ocioso detenerme en los 
fundamentos de esta objeción por su posible relevancia en 
relación con la respuesta auténtica del PCITL. 
La afirmación de la dignidad de la mujer, de su común 
dignidad de fiel cristiana junto con el varón (no «como el varón», 
pues el varón no es la referencia), puede considerarse, por no 
remontarnos más lejos, uno de los grandes temas del magisterio 
pontificio de Juan Pablo II. No parece necesario traer aquí el 
largo elenco de momentos de su magisterio, comenzando por 
Mulieris dignitatem, en los que esta afirmación resplandece con 
toda fuerza y modernidad. No cabe ningún tipo de discriminación 
en la Iglesia por razón de sexo. 
La cuestión entonces es la siguiente: ¿ha sido discriminatoria 
la diferenciación que se ha venido haciendo respecto a la 
confesión de mujeres en la disciplina eclesiástica? Aún más, 
¿sería discriminatorio un comportamiento en el que como norma 
general se oyese en confesión a los varones fuera del 
confesonario con rejilla y no en cambio a las mujeres? 
Es necesario en este punto hacer alguna precisión terminoló-
gica86. Discriminar significa «distinguir, diferenciar una cosa de 
otra»87. En principio, pues, la discriminación –distinción o dife-
renciación– no tiene por qué encerrar ningún juicio de valor. Hay 
 
86. Sigo en esta reflexión, y las comparto plenamente, las reflexiones de J. 
Hervada en Diez postulados sobre la igualdad jurídica entre el varón y la 
mujer, ID., Escritos de Derecho Natural, Pamplona 1986, pp. 593 ss. (artículo 
publicado previamente con el mismo título en «Persona y Derecho» XI, 1984, 
pp. 345-359). 
87. J. CASARES, Diccionario ideológico de la lengua española, 2ª ed. Por 
su parte, el Diccionario de la lengua española de la Real Academia Española 
(21ª ed., 1992) ofrece como primera acepción «separar, distinguir, diferenciar 
una cosa de otra», y como segunda acepción «dar trato de inferioridad a una 
persona o colectividad por motivos raciales, religiosos, políticos, etc.» 
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sin embargo un uso de esta palabra que encierra una valoración. 
Si se distingue o discrimina –con determinados efectos– a un 
estudiante en razón de su expediente académico, esta distinción o 
diferenciación supone un juicio de valor; y este tipo de juicios de 
valor pude afectar a la justicia. De este modo aparecen la 
discriminación justa y la discriminación injusta88. La 
discriminación justa es la distinción o diferenciación en los 
derechos y deberes que obedece a razones de justicia: es el caso 
de la habilitación para el ejercicio de una concreta profesión que 
se da sólo a quien haya realizado los estudios pertinentes y 
superado las pruebas legalmente establecidas. La diferenciación –
la discriminación– respecto a quien no reúne esos requisitos es 
justa, porque tiene como causa una diferenciación real que afecta 
al fundamento y a la razón del derecho o del deber. 
Según esto, la discriminación injusta consiste en «aquella dife-
rencia de trato dado a diversos sujetos que tiene por causa algún 
motivo que no es una diferencia real que afecte al fundamento y a 
la razón del derecho o del deber respecto del cual se establece la 
distinción de trato»89. En el ejemplo anterior, sería injusta la 
 
88. Hace en este punto J. Hervada una interesante observación: «Con sólo 
consultar el diccionario se advierte que es un bizantinismo la cuestión que 
algunos plantean: sería una redundancia hablar de discriminación injusta 
porque toda discriminación es injusta. No advierten que con la palabra 
discriminación está ocurriendo lo mismo que con el antiguo término «acepción 
de personas», que es sinónimo de discriminación aplicada a las personas. Hay 
una discriminación o distinción justa y hay una discriminación injusta, como 
hay una acepción de personas justa y otra injusta. Sucede, sin embargo, que en 
el lenguaje usual y en el de los documentos internacionales, la palabra 
discriminación ha adquirido un sentido peyorativo –como lo adquirió la 
acepción de personas– equivalente a discriminación injusta. Pero se trata de un 
sentido peyorativo, no del sentido normal y propio de discriminar y 
discriminación» (Diez postulados..., cit., texto de nota 11, pp. 611-612). 
89. J. HERVADA, Diez postulados..., p. 596. En nota transcribe este autor la 
definición de injusta acepción de personas (discriminación injusta) de 
Domingo de Soto: «Est enim iniustitiae crimen quo in distributione non causae 
ad rem pertinentes, sed personae aliarumque eius qualitatum habetur ratio» 
(De Iustitiae et Iure, lib. III, q. VI, a. 1): es aquel delito de injusticia que se 
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denegación de la habilitación por razón de la raza o del sexo: ni  
la raza ni el sexo afectan por sí mismos a la relación méritos-
habilitación, que es la única en la que en justicia debe ventilarse 
la concesión. 
Hechas estas precisiones, hay que tener en cuenta que en la 
actualidad se ha generalizado un uso del término discriminación  
en el sentido negativo, como equivalente a discriminación injusta. 
Puesto que es un uso generalizado, nada puede objetarse; aunque 
debe tenerse en cuenta esta circunstancia para precaverse sobre 
los posibles riesgos de confusión a los que puede dar lugar. 
Es el momento de volver a la cuestión de origen: ¿sería discri-
minatorio –con discriminación injusta– un régimen distinto para 
la administración del sacramento de la confesión en el que como 
norma general se oyese a las mujeres sólo en el confesonario pro-
visto de rejilla, y a los varones indistintamente en dicha sede o de 
otro modo? 
A la luz de lo expuesto, entiendo que no. Habría sin duda dis-
criminación si se negase –o se le pusieran mayores trabas– a las 
personas de un sexo respecto al otro para confesarse: porque la 
masculinidad o femineidad no modaliza la condición de fiel y por 
consiguiente para nada modifica el igual derecho a la recepción 
del sacramento. Pero no se da discriminación (injusta) –salvo 
para cierta hipersensibilidad no poco extendida, pero esto sería 
otra cosa90– allí donde la realidad de la diferencia de sexos se 
estimase en un momento dado y en unas circunstancias concretas 
motivo de una distinción en lo concerniente a las relaciones 
 
comete en las distribuciones cuando se tiene en cuenta no el criterio adecuado 
a la materia distribuida, sino la persona y otras cualidades distintas a las 
pertinentes al caso. 
90. En efecto, la sensibilidad cultural actual, que se invoca en la argu-
mentación, no funcionaría objetivamente si confundiese la discriminación 
(injusta) por razón de sexo, con la distinción (discriminación justa o al menos 
irrelevante) que la realidad de la existencia de varones y mujeres recomienda 
en tantos comportamientos sociales. 
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personales91. Negarlo, sería negar la cultura que se desprende de 
la realidad natural. 
Por supuesto, la distinción que da origen a esta cuestión no 
podría hacerse de modo que de hecho resultasen más favorecidos 
los varones. Quiere ello decir que la atención del confesonario 
provisto de rejilla tiene que ser especialmente cuidada, de manera 
que en modo alguno exija un plus de esfuerzo el acceso al sacra-
mento. Pero esto ya no es cuestión de discriminación, sino del 
grave deber que tiene el sacerdote de cumplir con sus 
obligaciones ministeriales. A su vez, sería claramente 
discriminatorio que a los varones, por tales, se les impusiese –por 
principio, o de hecho– la confesión cara-a-cara, violentando así 
su derecho a permanecer en el anonimato. Pero no sería 
discriminatorio que, con justa causa –ya se ha insinuado alguna 
en los comentarios doctrinales reseñados– el ministro en un 
momento dado estimase conveniente, y decidiese, la confesión en 
la sede tradiciona l, tanto si la decisión se refiere a una mujer 
como a un varón. 
En dicha decisión no está en juego la relación en la que debe 
haber una igualdad indiscutida: la relación fiel-sacramento. El de-
recho al sacramento, así como el juicio acerca de las 
disposiciones para recibirlo, nunca puede venir afectado por la 
condición de varón o mujer. El modo concreto de ser 
administrado –hechas las precisiones anteriores referentes a la 
igualdad de posibilidades– es una circunstancia en cuya 
valoración ya no opera sólo el derecho al objeto, sino también la 
prudencia, la oportunidad, el bien común, etc. 
 
91. Habría  que hablar, si se quiere ser precisos, de reconocimiento, y no de 
discriminación. De hecho, distinción es palabra que también denota reconoci-
miento: «hacer juicio recto de las cosas; estimarlas en lo que merecen», «mira-
miento y consideración hacia una persona» son definiciones del término 
«distinción» en el Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia 
Española, que alejan cualquier sentido de discriminación injusta. 
214 ÁNGEL MARZOA 
No hay que excluir que en un momento dado la decisión del 
ministro pudiera resultar injustamente discriminatoria, si los 
motivos que le moviesen a decidir la confesión en la sede 
tradicional fuesen desproporcionados o arbitrarios, incluso 
pretendidamente humillantes o vejatorios. Pero, salvada la 
igualdad en lo que concierne a la oportunidad/posibilidad de 
confesarse, las motivaciones subjetivas ya no pueden ser objeto 
de consideración por el derecho; y si bien tal modo de proceder 
sería de todo punto reprochable al ministro, ello no puede ser 
título para una legislación que impidiese la adopción de medidas 
de prudencia y bien común en otros casos en los que esa conducta 
viniese objetivamente recomendada. 
 
c) No exagerar el criterio de la debilidad humana 
 
El ministro del sacramento –ya se ha visto– es también parte o 
interés que debe ser protegido; como lo es la propia dignidad del 
sacramento, que se traduce en el modo de su administración, o lo 
que es lo mismo, en alejar máximamente cualquier posibilidad de 
dar pábulo a especulación o sospecha sobre actuaciones o preten-
siones ajenas a la sustancia del sacramento. 
En este contexto se entiende la preocupación presente en los 
debates previos a la codificación por la vida espiritual y 
sacerdotal de los ministros en relación con la administración del 
sacramento de la penitencia; «ciertamente debe tenerse en cuenta 
la debilidad humana», se dijo, «pero no exagerada de tal manera 
que se convierta en único criterio de la normativa en esta 
materia». 
En efecto, el ministro –su vida espiritual y sacerdotal, en con-
creto– es parte o interés, pero no el único; y en este sentido es 
obvia la advertencia 92. Pero se trata de un criterio al que debe 
 
92. Hay que tener en cuenta, no obstante, que el criterio de «la debilidad 
humana» debe referirse tanto al penitente como al ministro; con lo cual 
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reconocérsele un peso específico, no por su mayor o menor 
importancia aisladamente considerado, sino porque es 
fundamental para que puedan darse las condiciones favorables a 
la viabilidad de los otros criterios, estos sí sustanciales. No 
siempre lo primero es lo principal, pero no por eso deja de ser lo 
primero, en el sentido de requisito previo necesario. 
Si se me permite la comparación, diría que ocurre algo así 
como con las medidas de seguridad pasiva en el diseño de un 
automóvil. A nadie se le oculta que no son lo más importante en 
la definición digamos sustancial de lo que es un automóvil; con la 
agravante de que no pocas veces gravan de modo relevante el 
precio final del vehículo. Pero si se pretende que el coche sirva 
para lo que sustancialmente ha sido concebido, esas medidas 
vienen a resultar de la mayor importancia. Es cierto que si estas 
medidas se concibiesen como lo sustancial del vehículo, entonces 
las exigencias de indeformabilidad del habitáculo, de capacidad 
de absorción de impactos, de articulación de la barra de dirección 
a fin de que no dañe en caso de golpe frontal, etc., conducirían a 
la fabricación de «tanques». Pero no lo es menos que si se 
prescindiese de ellas, muy probablemente terminaríamos 
fabricando «ataúdes rodantes»,  aunque eso sí de material 
sofisticado y espectaculares prestaciones. ¿Se puede reprochar a 
los fabricantes, a la vista de la importancia que le dan, que estén 
convirtiendo las medidas de seguridad pasiva en único criterio? 
Además, estas medidas de seguridad suelen calcularse sobre un 
estándar de muy alto riesgo, incluso de supuestos de conducción 
temeraria, a fin de lograr –y no penalizar o coartar– que el 
conductor prudente pueda servirse del vehículo con unos muy 
altos niveles de seguridad pasiva. Pues bien, a nadie se le ocurre 
 
difícilmente es exagerable lo que afecta a las dos partes, pues es de ellas de lo 
que se trata. En cualquier caso, las excepciones previstas por las propias nor-
mas a las medidas adoptadas tanto en la confesión de varones como de 
mujeres, ponen claramente de manifiesto que no ha sido la protección del 
ministro el único criterio configurador de la disciplina. 
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pensar que se está dudando de su prudencia: no se actúa por vía 
de sospecha, sino de mera posibilidad. Nadie puede sentirse 
ofendido por ello. He aquí una condición sine qua non, que por 
ello, sin ser la única ni la principal, se convierte en requisito 
previo imprescindible.  
Tiene que ser así cuando se trata de adoptar unas medidas 
concretas ordenadas al bien común. Por más que a veces resulten 
un tanto molestas algunas de sus disposiciones, el nivel de exi-
gencia debe ser alto, para poder prevenir y precaverse –no por vía 
de sospecha, sino simplemente de posibilidad– de peligros contra 
ese bien común. Baste insinuar –a la luz del ejemplo– que la de-
fensa de la dignidad del sacramento de la penitencia es algo que 
en el seno de la Iglesia afecta muy principalmente al bien común 
eclesial, para que resulte ocioso hacer mayores precisiones. 
 
 
d) El argumento de la imposición de manos: 
 
Se trata de un argumento en contra de la sede tradicional que 
fue aducido con frecuencia, sobre todo en el ámbito de la praxis 
pastoral. Comienza a utilizarse a partir del Ordo Paenitentiae, n. 
19 (cfr también nn. 46 y 55, y Caeremoniale Episcoporum, n. 
629), y consiste en sostener que la presencia de la rejilla entre el 
penitente y el confesor impide realizar cumplidamente la 
imposición de manos establecida en el ritual de la confesión. 
Entiendo que el argumento es traído superficialmente en 
apoyo de una tesis preconcebida. No resiste un sencillo análisis. 
La rúbrica del Ordo Paenitentiae invocada dice así: el 
sacerdote, «manibus super caput eius extensis, vel saltem dextera, 
formulam absolutionis profert», Ordo, n. 19). Pues bien, 
obsérvese la diferencia con la rúbrica de la imposición de manos 
de la ordenación sacerdotal: «singulis imponit manus super 
caput» (Caeremoniale, n. 531). Y, por contraste, véase la 
semejanza –entre otras– con las imposiciones prescritas para la 
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bendición de los esposos: «manibus extensis, benedictionem 
super sponsam et sponsum profert» (Caeremoniale, n. 618), o 
para la bendición final de la Misa sobre el pueblo: «manibus 
super fideles benedicendos extensis» (Caeremoniale, n. 1120), o 
«manus tenens extensas super populum» (Caeremoniale, n. 
1126). 
Es significativo además que en el caso de la ordenación sacer-
dotal se utiliza el término «imposición», mientras que en los 
demás casos –incluido el de la confesión– se utiliza la expresión 
«extender las manos sobre»; y no parece que para proceder a la 
bendición de los esposos, y más claramente aún a la bendición 
del Obispo sobre el pueblo, deba entenderse que se está exigiendo 
un contacto, ni siquiera un acercamiento especial. 
La imposición de manos –entendida como contacto físico o 
como signo directamente perceptible por parte del penitente– no 
sólo no es esencial en la administración del sacramento, sino que 
ni siquiera puede decirse que esté prescrita. Su concreto 
significado se mantiene íntegro por el mero hecho de «extender 
las manos», que es un gesto litúrgico significante por sí mismo, 
independientemente de su percepción sensorial por parte del 
destinatario. 
Sería, por lo demás, desproporcionado –y contradictorio con la 
normativa codicial– el perjuicio causado a los fieles obligándoles 
a revelar su identidad por el mero hecho de tener que salvar la 
necesidad de que esa extensión de manos sea manifiesta para el 
penitente en el momento de recibirla. El valor litúrgico-pastoral 
que eventualmente pueda tener la percepción de un gesto debe 
ceder ante una necesidad más grave en cuya raíz está un derecho, 
cual es el que asiste al penitente de permanecer en el anonimato. 
De existir algún tipo de conflicto –que por lo expuesto entiendo 
que no existe– entre la rúbrica del Ordo y la libertad del 
penitente, de ningún modo puede prevalecer el cumplimiento de 
una rúbrica sobre un derecho de la persona, cuando además está 
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en juego algo tan importante como es la administración del 
sacramento de la Penitencia. 
La falacia del argumento reside además claramente en el 
hecho de que si fuera consistente, implicaría siempre la negación 
del derecho al anonimato por parte del penitente, tanto si se le 
obligase a confesarse cara-a-cara, como si se le indicase que para 
recibir la absolución debe situarse frente al ministro sin la 
mediación de la rejilla. 
 
 
e) El argumento de la vergüenza a acudir al confesonario 
 
También se ha invocado la «vergüenza» del penitente de 
acudir al confesonario. En este sentido –se ha dicho– es necesario 
crear un clima de normalidad en el recurso a la confesión 
frecuente, de modo que no sea gravoso –y motivo de 
retraimiento– para el penitente que le vean acudir a la confesión. 
Conviene hacer aquí una puntualización de suma importancia, 
que con más frecuencia de la deseable se pasa por alto: si sólo se 
predicase la necesidad del recurso al sacramento para confesar los 
pecados graves, entonces no sólo se estaría alimentado esa com-
prensible vergüenza, sino que incluso se estaría prácticamente 
obligando al penitente a la autoinfamación. Pero esto nada tiene 
que ver con la praxis permanentemente recomendada por la 
Iglesia del recurso a la confesión frecuente. Por ello, no puede 
pesar en la disciplina de la Iglesia el argumento de esta posible 
vergüenza de acudir al confesonario. De hecho, si así fuese, 
tendríamos que extender esta eximente a tantos cumplimientos 
exigidos a un cristiano (la participación en la Misa dominical, la 
comunión eucarística, la entrada en la Iglesia, la objeción de 
conciencia ante comportamientos contrarios a la ley moral, el 
rechazo de conductas incoherentes con la vida cristiana, etc.). 
Puede también anotarse –volveré sobre ello– lo paradójico que 
resultaría que se quisiera dar relevancia al argumento de la ver-
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güenza, y a la vez no se facilitase suficientemente el acceso al sa-
cramento más que a través de una petición expresa, lo cual sí que 
es ciertamente poner al penitente en el aprieto de tener que pedir 
expresamente la confesión. 
 
 
VII. LA INTERPRETACIÓN AUTÉNTICA DE 1998 
 
Éste era el estado de cosas cuando se produce la consulta al 
Pontificio Consejo para la Interpretación de los Textos 
Legislativos que es ocasión de este estudio.  
Toda la disciplina respecto al lugar y a la sede ha quedado 
recogida en el vigente c. 964, que en sus tres parágrafos sucesiva-
mente determina el lugar (iglesia u oratorio) y la sede (preceptiva 
siempre la sede tradicional, y además otras posibilidades dejadas 
en manos de las Conferencias Episcopales), y prescribe la norma 
general de que, salvo que medie causa justa, las confesiones se 
oigan en el confesonario (sede tradicional o, en su caso, sede 
establecida por las Conferencias episcopales). 
La norma codicial deja paladinamente protegido el derecho del 
penitente a confesarse en el confesonario provisto de rejilla. No 
se indica la necesidad de que medie ninguna razón que no sea su 
propia decisión libre. No es sólo el anonimato, sino más 
ampliamente el derecho a la intimidad lo que subyace a esta 
protección incondicionada de su libertad. 
La consulta incide en un aspecto que podría originar incerti-
dumbres a la vista del texto legal: 
— Si, considerando lo dispuesto por el canon 964 § 2, el ministro 
del sacramento, por justa causa y excluido el caso de necesidad, puede 
decidir legítimamente, también cuando el penitente solicite otra cosa, 
que la confesión sacramental se reciba en el confesonario provisto de 
rejilla fija . 
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La respuesta es afirmativa a la pregunta realizada, añadiéndose 
la noticia y fecha de la confirmación por parte del Romano 
Pontífice93. 
 
 
Análisis de los términos de la consulta 
 
Para valorar en todo su alcance la concisión de la respuesta, 
conviene examinar cuidadosamente los términos y las implica-
ciones de la consulta, todos ellos afectados por el conciso «affir-
mative». Merecen destacarse los siguientes puntos: 
1. La consulta se ciñe al § 2 del c. 964. No entra en la 
cuestión del lugar (se supone que es la iglesia u oratorio, § 1), y 
da por supuesto que la confesión en todo caso se realiza en una 
sede confesional (§ 3). 
2. «Excluido el caso de necesidad», se dice. Es un principio 
siempre vigente en lo referente a la administración de los sacra-
mentos que «sacramenta propter homines». Antes de cualquier 
consideración con base en los derechos de penitente y ministro 
respecto al modo de proceder en la administración de la 
confesión, en los casos de necesidad siempre debe prevalecer el 
hecho y la necesidad de la confesión misma. Puede pensarse en 
supuestos de caso urgente, enfermedad, imposibilidad física, 
claustrofobia, etc. En cualquiera de estos casos prevalece 
 
93. «Patres Pontificii Consilii de Legum Textibus Interpretandis, in 
ordinario coetu diei 16 iunii 1998, dubio, quod sequitur, respondendum esse 
censuerunt ut infra: 
»D. Utrum attento praescripto can. 964, § 2, sacramenti minister, iusta de 
causa et excluso casu necessitatis, legitime decernere valeat, etiamsi poenitus 
forte aliud postulet ut confessio sacramentalis excipiatur in sede confessionali 
crate fixa instructa. 
»R. Affirmative 
»Summus Pontifex Ioannes Paulus II in Audientia die 7 iulii 1998 
infrascripto Praesidi impertita, de supradicta decisione certior factus, eam 
confirmavit et promulgari iussit». 
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obviamente la necesidad y el derecho al sacramento, se entiende 
que expresamente pedido por el fiel94. Quedan, por tanto, fuera 
de la consulta –no hay duda sobre su solución– este tipo de 
supuestos. 
3. «Con causa justa». Se acude aquí, de nuevo, al mismo con-
cepto jurídico indeterminado con el que el § 3 del c. 964 justifica 
la confesión fuera de la sede confesional. 
4. Se produce lo que jurídicamente podría plantearse como 
una confrontación de «intereses»: la decisión del ministro de oír 
la confesión en la sede provista de rejilla, y el eventual deseo del 
penitente de hacerlo en otra sede. Es principalmente en esta con-
frontación donde debe sustanciarse la cuestión de la justicia de la 
causa. Se entiende que la causa no puede ser en sí misma 
torticera, pues ninguna motivación que no se arregle a las leyes y 
a la razón puede ser de recibo en un ordenamiento. La justicia de 
la causa deberá entonces sustanciarse en la relación ministro-
penitente. 
 
La respuesta 
El tenor de la respuesta viene a confirmar lo que ya había sido 
 
94. Cada vez va siendo menos infrecuente que el diseño y los medios de 
que se provee la sede confesional tradicional permitan también la confesión de 
personas físicamente impedidas (acceso, por ejemplo, de una silla de ruedas), o 
con defectos de audición. Sin que puedan exigirse estos medios de algún modo 
extraordinarios, son sin embargo manifestación del aprecio por la confesión y 
del respeto a los derechos del penitente, que alejan cualquier posibilidad de 
discriminación –aquí sí que incluso podría darse discriminación injusta– por 
las razones indicadas. En este sentido, la Iglesia va siendo cada vez más 
receptiva a la sensibilidad social en favor de la eliminación de barreras para 
personas impedidas, y todo esfuerzo en este sentido, si no obligatorio, cada vez 
debe considerarse más apremiante. No dejaría de sorprender, por ejemplo, la 
desproporción entre la generosidad en el recurso a medios técnicos y recursos 
estéticos para favorecer la dignidad de las celebraciones litúrgicas y la 
instrucción catequética,  y la escasez de medios e incluso la obsolescencia de 
los diseños de confesonario. 
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adelantado por algunos comentaristas95, y que como ya se ha 
dicho, cabe entender ateniéndose a la literalidad de la norma de 
referencia: salvada siempre la libertad del penitente para poder 
confesarse en el confesonario tradicional, cuando es posible la 
elección de una sede u otra, no es el penitente el único sujeto de 
esa elección, sino también el ministro. 
Aunque pueda parecer a primera vista una obviedad, es útil 
para entender las implicaciones de la respuesta considerar que si 
la redacción de esta consulta fuese planteada en sentido inverso, 
la respuesta sería negativa. Es decir, si la consulta fuese: – Si 
considerando lo dispuesto por el canon 964 § 2, el penitente, por 
justa causa y excluido el caso de necesidad, puede decidir 
legítimamente, de modo vinculante para el ministro, ser oído en 
confesión en un confesonario sin rejilla fija, la respuesta sería: 
Negative. 
O lo que es lo mismo, el penitente no puede decidir ser oído en 
confesión fuera de la sede confesional con rejilla si el ministro, 
con causa justa, decide hacerlo en esta sede. 
 
Valoración de la respuesta auténtica 
 
A la luz del estudio realizado sobre la evolución de la 
disciplina de la sede confesional desde la codificación del 17 y 
los debates que ha suscitado, puede llegarse a las siguientes 
conclusiones: 
1. En lo que se refiere al modo ordinario de administración 
del sacramento de la penitencia debe quedar siempre a salvo, 
sobre cualquier otra consideración o circunstancia, esta doctrina 
segura: 
a) el derecho de todos los fieles a la recepción del 
sacramento; no se trata sólo de una obligación sino también de un 
 
95. Se han recogido anteriormente, y subrayado, los comentarios al canon 
realizados por Rincón-Pérez, Martín de Agar y McManus. 
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«derecho inviolable e inalienable», como no duda en calificarlo la 
Ex. Ap. Reconciliatio et Paenitentia, 33; 
b) la necesidad, en consecuencia, de facilitar su recepción, 
que se traduce en grave deber para los pastores de almas96; 
c) la protección del derecho a la intimidad (incluido, pero no 
sólo, el anonimato) del penitente. Es éste un elemento que 
siempre ha estado presente en las sucesivas determinaciones 
legislativas, y últimamente ha venido siendo subrayado. Así lo 
pone de manifiesto –según ya se ha señalado–, tanto el cambio a 
plural en la postrera redacción del c. 964 para referirse a los 
confesonarios provistos de rejilla, como el c. 986 al establecer la 
obligación de que existan días y horas determinados que resulten 
asequibles a los fieles97. 
2. Lo que se consulta –y se contesta– requiere una cuidada 
lectura del c. 964 § 2: en efecto, se dice en el texto legal que 
deben existir siempre confesonarios provistos de rejilla «que 
puedan utilizar libremente los fieles que así lo deseen». Es decir, 
lo que estrictamente se dice en el canon es que el fiel debe tener 
siempre la posibilidad de confesarse en el confesonario 
tradicional, para poder ejercer libremente ese derecho. Pero no 
 
96. Se desprende con evidencia de los cc. 213 y 843 del CIC. Otros 
cánones también son manifestación de este deber, por ejemplo: c. 986 § 1, que 
prescribe el establecimiento de días y horarios de confesión asequibles y la 
obligación de los pastores en cualquier otro momento ante una petición razo-
nable; y cc. 976 y 986 § 2, que contemplan como obligación más apremiante 
todavía la de todo confesor –aunque su relación con el fiel no venga exigida 
por un oficio pastoral concreto– en caso de necesidad urgente; y extienden ili-
mitadamente la facultad y obligación de confesar en los casos de peligro de 
muerte. 
97. Debe observarse que el c. 986 § 1 tiene dos partes. La primera se 
refiere a la necesaria permanente disposición de los pastores ante la razonable 
petición del sacramento; la segunda se refiere a la necesidad de establecer 
horas y días de confesión. Se entiende que no se cumpliría esta segunda 
exigencia si se recondujese en la práctica a la anterior, de forma que en 
cualquier caso el penitente tendría que pedir expresamente ser oído en 
confesión. 
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proclama el derecho alternativo, sino simplemente la posibilidad, 
de confesarse en confesonario sin rejilla. 
3. Se desprende de la respuesta que, además del derecho del 
fiel a optar por el confesonario con rejilla, existe también un de-
recho en el ministro a confesar en el confesonario provisto de re-
jilla aunque el penitente manifieste el deseo de hacerlo en otro 
tipo de sede. 
4. La necesidad de que la decisión del ministro tenga una 
causa justa debe entenderse en relación con la eventual 
confrontación de intereses que pudiera darse (decisión del 
ministro y petición del penitente). No es fácil hacer una relación 
de las causas justas posibles; debe entenderse que cuando se 
recurre a un concepto indeterminado es precisamente porque se 
quieren evitar relaciones taxativas. De hecho, la respuesta no da 
ninguna determinación al concepto tal como es planteado en la 
consulta. Dice el c. 1538 § 2 del CCEO que «causa justa y 
razonable es el bien espiritual de los fieles»98. Según este recto y 
autorizado criterio, habrá que atender a las partes implicadas: el 
penitente y el ministro. Será justa la causa si se persigue el bien 
de alguno de ellos, sin que desproporcionadamente redunde en 
perjuicio del otro. Se supone que puesto que la decisión procede 
del ministro, éste la adopta en su calidad de beneficiosa. Por 
tanto, habría injusticia en la causa, si redundase en manifiesto 
perjuicio del penitente. No es posible llegar más lejos en la 
determinación positiva del concepto. Pero de modo negativo sí 
puede afirmarse con seguridad que no sería causa justa la que 
implicase la negación de un derecho de mayor rango: así, por 
ejemplo, el deseo del ministro de permanecer en el anonimato, 
como ya se ha visto; tampoco otra causa ajena al hecho y a las 
circunstancias de la confesión misma (causar una humillación, 
tomarse una venganza), o la que pretendiese prevalecer sobre el 
 
98. «Bonum spirituale christifidelium est iusta et rationabilis causa», dice 
el c. 1536 § 2 CCEO. 
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caso de necesidad, que la propia consulta expresamente excluye. 
La nota de «justa» implica obviamente la racionalidad, o lo que 
en el caso es lo mismo, la armonía y proporción entre lo que se 
pretende y lo que como efecto se causa o se impide. 
5. Es lógico plantearse, finalmente, si esta interpretación 
afecta a la sustancia de las normas del Código acerca de la 
confesión sacramental, o lo que es lo mismo, cuál es la naturaleza 
de esta actuación interpretativa. 
La PCITL cumple en esta respuesta con una de sus cuatro 
principales atribuciones jurídicas99: la interpretación auténtica 
«per modum legis». Teniendo en cuenta que este género de 
interpretación, a tenor del c. 16 § 2, puede ser declarativa o 
constitutiva100, cabe preguntarse a cuál de estos dos tipos puede 
asignarse esta interpretación.  
Entiendo que el acto interpretativo debe ser calificado de 
meramente aclaratorio o declarativo, no constitutivo. No debe ser 
calificado de constitutivo: lo que hasta aquí se ha visto pone de 
manifiesto que la respuesta explicita lo que puede considerarse ya 
comprendido en las palabras de por sí ciertas de la ley; no añade 
 
99. Cfr c. 16 § 1 CIC y Pastor Bonus, arts. 154-158. Describe con detalle 
estas competencias J. HERRANZ, La interpretación auténtica: el Consejo 
Pontificio para la interpretación de los textos legislativos, en «Ius 
Canonicum» 35 (1995), pp. 501-527. En concreto, para la interpretación 
auténtica «per modum legis», pp. 507 ss. 
100. Comentando el c. 16, y la distinción contemplada en su § 2 entre la 
interpretación que «sólo aclara palabras de la ley de por sí ciertas» y la que 
«coarta la ley o la extiende o explica la que es dudosa», P. LOMBARDÍA habla 
de «disposiciones aclaratorias» y «disposiciones aclaratorias con eficacia 
constitutiva o innovadora» (comentario al c. 16, en Código de Derecho canó-
nico. Edición anotada, cit.). J. HERRANZ habla a su vez de «interpretación de-
clarativa» e «interpretación constitutiva», a su vez, explicativa, restrictiva o 
extensiva (La interpretación auténtica , cit.). Cfr también R. CASTILLO-LARA, 
De Iuris Canonici authentica interpretatione…, cit., pp. 265-287. Más 
reciente, recogiendo sumariamente el estado de la doctrina al respecto, cfr J. 
OTADUY, comentario al c. 16, en Comentario Exegético..., cit.,  Vol. I, pp. 
351-359. 
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nada que no pudiera deducirse ya de los términos de la norma, y 
menos aún coarta o restringe algo de lo que el precepto codicial 
establece.  
La respuesta afectaría a la sustancia del c. 964 si incidiese 
sobre el derecho de todo fiel a ser oído en confesión, o a serlo en 
la sede confesional provista de rejilla, que es lo que el § 2 
prescribe con rotunda claridad. Igualmente si restringiese o 
ampliase las atribuciones de las Conferencias Episcopales. Pero 
no es el caso. La explicitación de que el ministro puede optar por 
oír la confesión en el confesonario provisto de rejilla aun cuando 
el penitente manifestase su deseo de hacerlo en otra sede no 
puede considerarse restrictiva de los derechos del fiel que se 
desprenden de la norma, por cuanto el supuesto derecho a 
confesarse en una sede alternativa no es en ningún momento 
reconocido. 
En suma, se trata de una interpretación declarativa o 
aclarativa, que hace explícito lo que –como entiendo ha quedado 
suficientemente demostrado– aun sin la respuesta auténtica 
podría ser así entendido, como de hecho lo habían hecho ya 
algunos comentaristas del precepto codicial101.  
6. Con esta respuesta auténtica se aleja toda eventual incerti-
dumbre, a la vez que se completa de modo explícito el sistema de 
garantías en torno a la administración del sacramento de la peni-
tencia, que acaso en la legislación codicial había quedado un 
tanto oscurecido por la preocupación de dejar claramente 
garantizada la intimidad del penitente. Se trata de proteger 
también a la otra parte en la administración del sacramento, y a 
su través, de proteger la dignidad de este sacramento 
especialmente sensible –con el consiguiente daño para las almas– 
a la sospecha, al infundio y a la manipulación. Cabría parafrasear 
aquí las palabras de Pablo VI tantas veces invocadas en el debate 
 
101. Ya se ha señalado en qué terminos Rincón-Pérez, Martín de Agar y 
McManus habían llegado a la misma conclusión partiendo del análisis de los 
términos del canon. 
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precodicial, para decir que el confesonario provisto de rejilla 
tiene también la función de «dia fragma protector» entre el 
ministro y el penitente, y entre la «privacidad» en que se produce 
la confesión y terceros posibles, salvaguardando la dignidad del 
sacramento frente a intenciones o interpretaciones menos rectas. 
7. En lo que concierne, por tanto, a la utilización de la sede 
confesional con rejilla, debe hablarse de un derecho tanto del 
penitente como del ministro, aunque evidentemente en el caso del 
penitente los motivos deban valorarse como más fundamentales. 
Pero ha de añadirse que, en el caso del ministro, existe además el 
especial deber de recurrir a todas aquellas medidas que protejan 
el marco de la confesión sacramental frente a cualquier 
eventualidad que pudiese afectar tanto a la actuación misma de la 
Iglesia a través de su ministerio sacerdotal, como a su propia 
persona. Sólo la ingenuidad o simpleza podría conducir a 
desatender o menospreciar estas medidas de prudencia de la 
Iglesia. Esto es en definitiva lo que la interpretación reciente pone 
de relieve, explicitando que del mismo modo que el ministro no 
puede imponer la confesión «face to face» al penitente, tampoco 
éste puede imponérsela al ministro. No se trata de privilegiar al 
penitente, tampoco al confesor. Sólo se privilegia el respeto que 
siempre ha resplandecido en la administración de este sacramento 
de la misericordia divina, «el respeto amoroso que se debe a su 
carácter de relación íntima entre el fiel y Dios»102. 
 
102. JUAN PABLO II, Alocución  a la Penitenciaría Apostólica de 12.III.1994 
(tomado de Juan Pablo II. Alocuciones sobre la confesión, «Documentos mc», 
Madrid 1997, pp. 11-18). 
